
Santo Domingo • Distrito Nacional • República Dominicana

Fundado el 31 de agosto de 1910

Suprema Corte de Justicia
PODER JUDICIAL

BOLETÍN JUDICIAL

1942
Mayo

Año 32º

Boletín Judicial Núm. 382



BOLETIN JUDICIAL 
ORGANO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

FUNDADO EL 31 DE AGOSTO DE. 1910. 

DIRECCION: 

SECRETARIA GENERAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Eudaldo 
Troncoso de la Concha, José Pérez Nolasco, Agustín Aceve-
do y Froilán Tavares hijo, asistidos del infrascrito Secreta-
rio General, en da Sala donde celebra sus audiencias, en Ciu-
dad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día quince 
del mes de mayo de mil novecientos cuarenta y dos, año 99o. 
de la Independencia, 79o. de la Restauración y 12o. de la 
Era de Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Cor-
te de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Licen-
ciado Félix Servio Ducoudray, dominicano, abogado, domi-
ciliado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la cédu- 
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la personal de identidad número 2804, Serie 1, renovada, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal 
de fecha once de julio de mil novecientos cuarenta, en lo que 
concierne, á los ordinales cuarto, quinto y sexto del disposi-
tivo de la misma; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
ciado M Campillo Pérez, portador de la cédula personal nú-
mero 12353, Serie 1, renovada, abogado del recurrente, en el 
que se alegan violaciones de la ley que más adelante se ex-
pondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por los Li-
cenciados Ml. E. de los Santos L. y Julio A. Cuello, portado-
res, respectivamente, de las cédulas personales de identidad 
números 3976 y 1425, Serie 1, renovadas, abogados del inti-
mado, Señor Luis Aníbal Tejeda, rentista, domiciliado y re-
sidente en la población de La Romana, común del mismo 
nombre, portador de la cédula número 13, Serie 26, debida-
mente renovada; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 	• 
Oido el Licenciado M. Campillo Pérez, abogado de la 

parte intimante que había depositado un memorial de am-
pliación y réplica y que depositó un segundo memorial de ré-
plica, en la lectura de sus conclusiones; 

Oido el Licenciado Manuel E. de los Santos, por sí y por 
el Licenciado Julio A. Cuello —abogados, ambos, de la par-
te intimada—, quien dió lectura á sus conclusiones y depo-
sitó un memorial de casación incidental; 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dicta-
men; 

• 	La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe- 
rado, y vistos el artículo 7 de la Ley de Registro de Tierras, 
completado por el artículo 7 de la Ley No. 1231, del 15 de 
diciembre de 1929 ; 19, 93, y 98 de la citada Ley de Registro de 
Tierras; la Ley No. 884, del 17 de abril de 1935; 170 y 728 
del Código de Procedimiento Civil; 29, párrafo 2, de la Ley 
de Organización Judicial, modificado por la Ley No. 294, pu-
blicada el lo. de junio de 1940; 4, 24 y 71 de la Ley sobre 
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cionada; 

Procedimiento de Casación, modificados, los dos últimos, 
por la Ley No. 295, publicada en la fecha últimamente men- 

Considerando, que en la sentencia impugnada constan 
los hechos esenciales que á continuación se resumen: A), 
"que el día veintinueve de mayo del año mil novecientos 
treinta y tres, el Registrador de Títulos expidió en favor del 
Licenciado Félix Servio Ducoudray el Certifico de Título 
Núm. 1221, siguiente: "CERTIFICADO DE TITULO NUM. 
1221.— PROPIETARIO Lic. Félix Servio Ducoudray.-- 
Descripción del inmueble: Manzana No. 407 —Solar No. 2 
prov.— Distrito Catastral No. 26, Provincia de Santo Do-
mingo.— Común de Santo Domingo.— Por acto de fecha 24 
de Mayo de 1933 certificado por el Notario Raf. Castro Ruiz, 
inscrito el día 29 de Mayo de 1933 a las 10:30 de la mañana, 
bajo el No. 462, folio 93, tomo 2, Vol. A. Rafael Alburquer-
que le 'vendió al Lic. Félix Servio Ducoudray, mayor de 
edad, casado, domiciliado en Santo Domingo, el solar No. 2 
prov. Manzana No. 407, Distrito Catastral No. 26, común y 
provincia de Santo Domingo. Por tanto, se declara al Lic. 
Servio Ducoudray investido con el derecho de propiedad de 
este solar el cual está sujeto a cualquier gravamen que pue-
da subsistir de los mencionados en el Art. 80 de la Ley de 
Registro de Tierras, (Fdo.) Luis E. Ruiz"; B), que al dorso 
del "duplicado del acreedor hipotecario" del referido certi-
ficado de título, se leía lo siguiente: "Naturaleza del grava-
men y resumen del acto o contrato.— Hipoteca sobre la tie-
rra y mej•— Acreedor Ernesto Bonetty Burgos.— Deudor 
Félix Servio Ducoudray.— Acto de fecha 2 de junio de 1933 
del Notario 'Lic. R. Castro Ruiz.— Capital $2.500.00. In-
terés... %...— Vencimiento: el día 2 de Junio de 1935— 
Momento de la inscripción. Hoy día 9 de Junio de 1933, a 
las 10 y 30 minutos de la mañana en el Libro de Inscripcio- 

	

nes No. 2 f. 94 bajo el No. 464.— Doc. No 	 D 
do a favor del acreedor expedido el 9 de Junio de 1933uplica-
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la personal de identidad número 2804, Serie 1, renovada, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal 
de fecha once de julio de mil novecientos cuarenta, en lo que 
concierne á los ordinales cuarto, quinto y sexto del disposi-
tivo de la misma; 

Visto el Memorial de Casación presentado por el Licen-
ciado M Campillo Pérez, portador de la cédula personal nú-
mero 12353, Serie 1, renovada, abogado del recurrente, en el 
que se alegan violaciones de la ley que más adelante se ex-
pondrán; 

Visto el Memorial de Defensa presentado por los Li-
cenciados MI. E. de los Santos L. y Julio A. Cuello, portado-
res, respectivamente, de las cédulas personales de identidad 
números 3976 y 1425, Serie 1, renovadas, abogados del inti-
mado, Señor Luis Aníbal Tejeda, rentista, domiciliado y re-
sidente en la población de La Romana, común del mismo 
nombre, portador de la cédula número 13, Serie 26, debida-
mente renovada; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 	• 
Oido el Licenciado M. Campillo Pérez, abogado de la 

parte intimante que había depositado un memorial de am-
pliación y réplica y que depositó un segundo memorial de ré-
plica, en la lectura de sus conclusiones; 

Oido el Licenciado Manuel E. de los Santos, por sí y por 
el Licenciado Julio A. Cuello —abogados, ambos, de la par-
te intimada—, quien dió lectura á sus conclusiones y depo-
sitó un memorial de casación incidental; 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dicta-
men; 

• 	La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe- 
rado, y vistos el artículo 7 de la Ley de Registro de Tierras, 
completado por el artículo 7 de la Ley No. 1231, gdel 15 de 
diciembre de 1929; 19, 93, y 98 de la citada Ley de Registro de 
Tierras; la Ley No. 884, del 17 de abril de 1935; 170 y 728 
del Código de Procedimiento Civil; 29, párrafo 2, de la Ley 
de Organización Judicial, modificado por la Ley No. 294, pu-
blicada el lo. de junio de 1940; 4, 24 y 71 de la Ley sobre .  
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cionada; 
por la Ley No. 295, publicada en la fecha últimamente men- 
Procedimiento de Casación, modificados, los dos últimos, 

Considerando, que en la sentencia impugnada constan 
los hechos esenciales que á continuación se resumen: A), 
"que el día veintinueve de mayo del año mil novecientos 
treinta y tres, el Registrador de Títulos expidió en favor del 
Licenciado Félix Servio Ducoudray el Certifico de Título 
Núm. 1221, siguiente : "CERTIFICADO DE TITULO NUM. 
1221.— PROPIETARIO Lic. Félix Servio Ducoudray.-- 
Descripción del inmueble: Manzana No. 407 —Solar No. 2 
prov.— Distrito Catastral No. 26, Provincia de Santo Do-
mingo.— Común de Santo Domingo.— Por acto de fecha 24 
de Mayo de 1933 certificado por el Notario Raf. Castro Ruiz, 
inscrito el día 29 de Mayo de 1933 a las 10:30 de la mañana, 
bajo el No. 462, folio 93, tomo 2, Vol. A. Rafael Alburquer-
que le 'vendió al Lic. Félix Servio Ducoudray, mayor de 
edad, casado, domiciliado en Santo Domingo, el solar No. 2 
prov. Manzana No. 407, Distrito Catastral No. 26, común y 
provincia de Santo Domingo. Por tanto, se declara al Lic. 
Servio Ducoudray investido con el derecho de propiedad de 
este solar el cual está sujeto a cualquier gravamen que pue-
da subsistir de los mencionados en el Art. 80 de la Ley de 
Registro de Tierras, (Fdo.) Luis E. Ruiz"; B), que al dorso 
del "duplicado del acreedor hipotecario" del referido certi-
ficado de título, se leía lo siguiente: "Naturaleza del grava-
men y resumen del acto o contrato.— Hipoteca sobre la tie-
rra y mej.— Acreedor Ernesto Bonetty Burgos.— Deudor 
Félix Servio Ducoudray.— Acto de fecha 2 de junio de 1933 
del Notario 'Lic. R. Castro Ruiz.— Capital $2.500.00.— In-terés... % - Vencimiento: el día 2 de Junio de 1935.—
Momento de la inscripción. Hoy día 9 de Junio de 1933, 

a 
las 10 y 30 minutos de la mañana en el Libro de Inscripcio- 
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Lic. Gustavo A. Díaz.— Deudor Félix Servio Ducoudray. 
—Acto de fecha 28 de junio de 1933 del Sec. del Trib. d Tie-

rras.— 	

e 	- 

 Capital $2.500 . 00.— Interés 
 Venci mien

to : día 2 de junio de 1935.— Momento de la inscripción.
— 

 Hoy día 29 de Junio de 1933 a las 10 y '30 minutos de la ma-
ñana en el Libro de Inscripciones No. 2 f. 94 bajo el No. 
467.— Doc. No.  —Duplicado a favor del acreedor ex-
pedido el 30 de Junio de 1933.— El Registrador de Títulos, 
(Fdo.) : Luis E. Ruiz.— Naturaleza del gravamen y resumen 
del acto o contrato.— Cesión de Crédito Hipotecario sobre 
la tierra y mejoras.— Acreedor Luis A. Tejeda.— dei  Sep-
Lic. Félix Servio Ducoudray.— Acto de fecha 30 
tiembre de 1936 certificado por el Notario A. Pellerano mien- 

Cas- 

tro.— Capital $2.500.00).— Interés.... % ...— Venci 
to: día 2 de Junio de 1935.— Momento de la inscripción de 
Hoy día 14 de noviembre de 1936 a las 11 y .... minutos  
la mañana en el libro de Inscripciones No. 2-A f.200 bajo el 

No. 994.— Doc. No ..... 	
Duplicado a favor del acreedor 

expedido el... de... de — El Registrador de Títulos, 
(Fdo.:) Pedro P. Peguero"; C), que "según copia certifica-
da expedida por el Registrador de Títulos del Departamen

-

to Sur, el Licenciado Félix Servio Ducoudray dirijió a dicho 
Registrador de Títulos la carta siguiente: "Al Registrador 
de Títulos. Su Oficina.— Señor: Por la presente le partici-
po que he consentido en que sea regularizado, en los registros 
de esa oficina, la inscripción relativa a la hipoteca que tiene 
el Lic. Gustavo A. Díaz sobre el solar No.— de la Man-
zana No. 407, de mi propiedad, regularización que consiste 
en suplir la firma de los testigos que faltan en el acto.— 

-- Atentamente. 	
(Fdo) F. S. Ducoudray"; D), que "el día 

veintitres del mes de Marzo del año mil novecientos treinti-
nueve el Registrador de Títulos del Departamento Sur. ex-
pidió la certificación siguiente: "Yo, Jicenciado Pedro P. Pe-
guero, Registrador de Títulos del Departamento Sur, Certi-
fico:— Que en los archivos correspondientes al Distrito de 
Santo Domingo, que se encuentran hoy bajo mi cargo, exis-
te un expediente relativo al Solar Número Seis (6) Defini-

tivo, de la Manzana Número Cuatrocientos siete, (407), del 

Distrito Catastral No. 1 (antiguo D. C. No. 26, Ciudad Tru-
jillo, Distrito de Santo Domingo, que contiene un acto que 
copiado al pié de la letra dice así: "Entre: el Lic. Gustavo A. 
Díaz, abogado, de este domicilio y residencia, portador de la 
cédula de identidad personal serie 1, número 4649, expedi-
da en esta ciudad el 9 de Marzo de 1932; y el señor Luis A.- 
Tejeda, propietario, rentista, del domicilio y residencia de la 
común y ciudad de La Romana, portador de la cédula de 
identidad personal serie 26, número 13, expedida en La Ro-
mana el lo. de Marzo de 1932, Convienen: 1.—Que, como el 
Lic. Gustavo A. Díaz es propietario de un crédito con garan-
tía hipotecaria, consentido por el Lic. Félix S. Ducou-
dray, por la suma de Dos mil quinientos pesos moneda ame-
ricana ($2.500.00) sobre el solar número 2 (dos) provisional, 
de la manzana número (407) cuatrocientos siete, del Distri-
to Catastral número Uno (1) antiguo número 26 (veinti-
seis) Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, con sus 
mejoras; cuyo crédito, consentido originalmente por el Lic. 
Ducoudray en favor del señor Ernesto Bonetti Burgos, en 
fecha 2 de Junio de 1933 por ante el Notario Público de es-
ta ciudad, finado, Lic. Rafael Castro Ruiz, fué registrado 
por ante el Registrador de Títulos del Tribunal de Tierras, 
el 9 de Junio de 1933, en el libro de inscripciones número 2, 
folio 94, bajo el número 464; haciendo el señor Bonetti Bur-
gos el traspaso de dicho crédito hipotecario al Lic. Gustavo 
A. Díaz, el 28 de Junio de 1933, por ante el Registrador de 
Títulos del Tribunal de Tierras, según asiento en el Libro 
de Inscripciones Vol. A., número 2, folio 94, número 467, de-
clara el Lic. Gustavo A. Díaz, que por este acto cede y trans-
fiere al señor Luis A. Tejeda, el crédito, por la suma de Dos 
mil quinientos pesos moneda americana ($2.500.00) sobre 
el solar número 2, provisional, con sus mejoras, de la manza-
na No. 407, del Distrito Catastral número 1, antiguo núme-
ro 26, Ciudad Trujillo, por habérsele vendido en esta misma 
fecha, habiendo recibido el pago del precio de la transfe-
rencia en efectivo, de manos del comprador, incluyendo la 
venta, cuantos derechos y acciones corresponden al referido 
crédito hipotecario•— 2.— Que, el señor Luis A. Tejeda, de- 
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to Sur, el Licenciado Félix Servio Ducoudray dirijió a dicho 
Registrador de Títulos la carta siguiente: "Al Registrador 
de Títulos. Su Oficina.— Señor: Por la presente le partici-
po que he consentido en que sea regularizado, en los registros 
de esa oficina, la inscripción relativa a la hipoteca que tiene 
el Lic. Gustavo A. Díaz sobre el solar No.— de la Man-
zana No. 407, de mi propiedad, regularización que consiste 
en suplir la firma de los testigos que faltan en el acto.— 
Atentamente.- (Fdo) F. S.*DucoudraY"; D), que "el día 
veintitres del mes de Marzo del año mil novecientos treinti-
nueve el Registrador de Títulos del Departamento Sur. ex-
pidió la certificación siguiente: "Yo, Licenciado PedrolP. Pe-
guero, Registrador de Títulos del Departamento Sur, Certi-
fico:— Que en los archivos correspondientes al Distrito de 
Santo Domingo, que se encuentran hoy bajo mi cargo, exis-
te un expediente relativo al Solar Número Seis (6) Defini-
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Distrito Catastral No. 1 (antiguo D. C. No. 26, Ciudad Tru-
jillo, Distrito de Santo Domingo, que contiene un acto que 
copiado al pié de la letra dice así : "Entre: el Lic. Gustavo A. 
Díaz, abogado, de este domicilio y residencia, portador de la 
cédula de identidad personal serie 1, número 4649, expedi-
da en esta ciudad el 9 de Marzo de 1932; y el señor Luis A. 
Tejeda, propietario, rentista, del domicilio y residencia de la 
común y ciudad de La Romana, portador de la cédula de 
identidad personal serie 26, número 13, expedida en La Ro-
mana el lo. de Marzo de 1932, Convienen: 1.—Que, como el 
Lic. Gustavo A. Díaz es propietario de un crédito con garan-
tía hipotecaria, consentido por el Lic. Félix S. Ducou-
dray, por la suma de Dos mil quinientos pesos moneda ame-
ricana ($2.500.00) sobre el solar número 2 (dos) provisional, 
de la manzana número (407) cuatrocientos siete, del Distri-
to Catastral número Uno (1) antiguo número 26 (veinti-
seis) Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, con sus 
mejoras; cuyo crédito', consentido originalmente por el Lic. 
Ducoudray en favor del señor Ernesto Bonetti Burgos, en 
fecha 2 de Junio de 1933 por ante el Notario Público de es-
ta ciudad, finado, Lic. Rafael Castro Ruiz, fué registrado 
por ante el Registrador de Títulos del Tribunal de Tierras, 
el 9 de Junio de 1933, en el libro de inscripciones número 2, 
folio 94, bajo el número 464; haciendo el señor Bonetti Bur-
gos el traspaso de dicho crédito hipotecario al Lic. Gustavo 
A. Díaz, el 28 de Junio de 1933, por ante el Registrador de 
Títulos del Tribunal de Tierras, según asiento en el Libro 
de Inscripciones Vol. A., número 2, folio 94, número 467, de-
clara el Lic. Gustavo A. Díaz, que por este a cto cede y trans-
fiere al señor Luis A. Tejeda, el crédito, por la suma de Dos 
mil quinientos pesos moneda americana ($2.500.00) sobre 
el solar número 2, provisional, con sus mejoras, de la manza-
na No. 407, del Distrito Catastral número 1, antiguo núme-
ro 26, Ciudad Trujillo, por habérsele vendido en esta misma 
fecha, habiendo recibido el pago del precio de la transfe-
rencia en efectivo, de manos del comprador, incluyendo la 
venta, cuantos derechos y acciones corresponden al referido 
crédito hipotecario;— 2.— Que, el señor Luis A. Tejeda, de- 
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clara aceptar la anterior transferencia de crédito con privi-
legio hipotecario, con todos los derechos y acciones que le 
pertenecen.— Hechos dos originales de este acto, del mismo 
tenor, y firmados de buena fé, el día treinta de septiembre 
del año mil novecientos treintiseis (1936).— Firmados.-
Lic. Gustavo A. Díaz.— Luis A. Tejeda.— Luis A. Brea.—
Cédula 1-4588, Ciudad, Mar. 8, 1932.— Fermín Suncar hi-
jo, Ced. 1-23080, Enero 3, 1933, Ciudad, Testigos.— Certifi-
co: que las firmas al pié del presente documento, las escri-
bieron en mi presencia, respectivamente, el Licenciado Gus-
tavo A. Díaz, y el Señor Luis A. Tejeda, a quienes doy fé co-
nocen—.  y cuyas generales y cédulas personales, se aluden en 
este acto Ciudad Trujillo 30 sbre. 1936—firmado— Arman-
do Pellerano-- hay un sello que dice: Armando Pellerano 
Castro Notario Público Santo Domingo, R. D.—Inscrito en 
el Registro de Títulos del Dpto. Sur el día 14 de Noviembre 
de 1936 a las 11 horas y minutos de la mañana bajo el No. 
994 folio 220 del libro de Inscripciones del Dist. de Santo 
Domingo tomo 2 Vol. A.— El Registrador de Títulos (fir-
mado) Pedro P. Peguero.— Es copia fiel y conforme con su 
.original la que expido a solicitud del Licenciado Julio A. 
Cuello portador de la cédula personal de identidad serie Ia., 
número 1425, expedida en fecha 24 de Febrero del 1932, en 
nombre y representación del señor Luis A. Tejeda, en cua-
tro hojas debidamente selladas con el sello oficial de esta ofi- 
• ina. Ciudad Trujillo, 23 de Marzo 1939.— (Fdo.) Pedro P. 
Peguero —Registrador de Títulos del Departamento Sur"; 
E), que el doce de diciembre de mil novecientos treinta y 
ocho, el Señor Luis Aníbal Tejeda notificó, por órgano de 
alguacil, al Licenciado Félix S. Ducoudray, formal manda- 
miento de pagarle "en el término de treinta días francos por 
todo plazo, la suma de Dos mil quinientos pesos ($4500.00) 
moneda americana o su equivalente en moneda nacional de 
curso legal, por concepto de una obligación hipotecaria con- 
sentida por dicho Licenciado Félix Servio Ducoudray, hecha 
originariamente en favor del finado Ernesto Bonetti Bur- 
gos, transferida por éste en.propiedad al Licenciado Gustavo 
A. Díaz, quien a su vez la transfirió al requeriente por actos 

• 

BOLETIN JUDICIAL 	 283 

sucesivos de fechas 2de Junio de 1933, 28 de Junio de 1933 
y 30 de Septiembre de.1936; como se justifica, además, por 
duplicado del Certificado de Título número 1221 expedido en 
fecha 29 de Mayo de 1933 por el Registrador de Títulos del 
Departamento Sur del Tribunal de Tierras, en el cual cons-
ta la transcripción hipotecaria en favor del requeriente el 
día 14 de Noviembre 1936, a las once de la mañana, en el li-
bro número 2-A, folio 200, bajo el número 994, con grava-
men en hipoteca en primer rango, el solar número 6 definiti-
vo de la manzana número 407 del Distrito Catastral núme-
ro 1, Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, Repúbli-
ca Dominicana, antiguo solar número 2 de la manzana nú-
mero 407 del Distrito Catastral No. 26, ciudad de Santo Do-
mingo, común de Santo Domingo, Provincia de Santo Do-
mingo, cuyos documentos se copian íntegramente en cabeza 
del presente'acto, incluyendo el referido gravamen las mejo-
ras existentes sobre el solar mencionado"; encabezando di-
cho mandamiento con la copia de los documentos aludidos en 
el mismo; F), que el veintiseis de enero de mil 'novecientos 
treinta y nueve, el Señor Aníbal Tejeda procedió a embar-
gar, por órganclde alguacil: "el solar número dos (2) de la 
Manzana número cuatrocientos siete (407) del Distrito Ca-
tastral número 1 (uno) antiguo veintiseis (26), en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, con una superficie de 
 metros cuadrados, con su frente al Este, con las mejo-
ras en él ubicadas o sea una casa de una sola planta cons-
truida de mampostería y concreto, techada. de vigas y ladri-
llos, con sus anexidades, servidumbre y dependencias"; G), 
que dicho embargo fué denunciado el veintisiete de los mis-

, mos mes y año, al Licenciado Félix S. Ducoudray; H), que 
el veintiuno de febrero siguiente, fué depositado por el abo- 
gado del embargador, en la Secretaría de la. Cámara de lo 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis- 
trito Judicial de Santo Domingo, "un pliego contentivo de 
las cargas, cláusulas y condiciones conforme á las cuales se 
,procedería á la venta y adjudicación del mencionado inmue- 
ble embargado"; y ese mismo día, el Magistrado Juez Pre- 
sidente de dicha Cámara, dictó• un auto por el que fijó la 
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clara aceptar la anterior transferencia de crédito con privi-
legio hipotecario, con todos los derechos y acciones que le 
pertenecen.— Hechos dos originales de este acto, del mismo 
tenor, y firmados de buena fé, el día treinta de septiembre 
del año mil novecientos treintiseis (1936).— Firmados.-
Lic. Gustavo A. Díaz.— Luis A. Tejeda.— Luis A. Brea.—
Cédula 1-4588, Ciudad, Mar. 8, 1932.— Fermín Suncar hi-
jo, Ced. 1-23080, Enero 3, 1933, Ciudad, Testigos.— Certifi-
co: que las firmas al pié del presente documento, las escri-
bieron en mi presencia, respectivamente, el Licenciado Gus-
tavo A. Díaz, y el Señor Luis A. Tejeda, a quienes doy fé co-
nocen—, y cuyas generales y cédulas personales, se aluden en 
este acto Ciudad Trujillo 30 sbre. 1936—firmado— Arman-
do Pellerano-- hay un sello que dice: Armando Pellerano 
Castro Notario Público Santo Domingo, R. D.—Inscrito en 
el Registro de Títulos del Dpto. Sur el día 14 de Noviembre 
de 1936 a las 11 horas y minutos de la mañana bajo el No. 
994 folio 220 del libro de Inscripciones del Dist. de Santo 
Domingo tomo 2 Vol. A.— El Registrador de Títulos (fir-
mado) Pedro P. Peguero.— Es copia fiel y conforme con su 
original la que expido a solicitud del Licenciado Julio A. 
Cuello portador de la cédula personal de identidad serie Ia., 
número 1425, expedida en fecha 24 de Febrero del 1932, en 
nombre y representación del señor Luis A. Tejeda, en cua-
tro hojas debidamente selladas con el sello oficial de esta ofi-
cina. Ciudad Trujillo, 23 de Marzo 1939.— (Fdo.) Pedro P. 
Peguero —Registrador de Títulos del Departamento Sur"; 
E), que el doce de diciembre de mil novecientos treinta y 
ocho, el Señor Luis Aníbal Tejeda notificó, por órgano de 
alguacil, al Licenciado Félix S. Ducoudray, formal manda-
miento de pagarle "en el término de treinta días francos por 
todo plazo, la suma de Dos mil quinientos pesos ($4500.00) 
moneda americana o su equivalente en moneda nacional de 
curso legal, por concepto de una obligación hipotecaria con-
sentida por dicho Licenciado Félix Servio Ducoudray, hecha 
originariamente en favor del finado Ernesto Bonetti Bur-
gos, transferida por éste en.propiedad al Licenciado Gustavo 
A. Díaz, quien a su vez la transfirió al requeriente por actos  
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sucesivos de fechas 2 de Junio de 1933, 28 de Junio de 1933 
y 30 de Septiembre de.1936; como se justifica, además, por 
duplicado del Certificado de Título número 1221 expedido en 
fecha 29 de Mayo de 1933 por el Registrador de Títulos del 
Departamento Sur del Tribunal de Tierras, en el cual cons-
ta la transcripción hipotecaria en favor del requeriente el 
día 14 de Noviembre 1936, a las once de la -mañana, en el li-
bro número 2-A, folio 200, bajo el número 994, con grava-
men en hipoteca en primer rango, el solar número 6 definiti-
vo de la manzana número 407 del Distrito Catastral núme-
ro 1, Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, Repúbli-
ca Dominicana, antiguo solar número 2 de la manzana nú-
mero 407 del Distrito Catastral No. 26, ciudad de Santo Do-
mingo, común de Santo Domingo, Provincia de Santo Do-
mingo, cuyos documentos se copian íntegramente en cabeza 
del presente'acto, incluyendo el referido gravamen las mejo-
ras existentes sobre el solar mencionado"; encabezando di-
cho mandamiento con la copia de los documentos aludidos en 
el mismo; F), que el veintiseis de enero de mil novecientos 
treinta y nueve, el Señor Aníbal Tejeda procedió a embar-
gar, por órgandde alguacil: "el solar número dos (2) de la 
Manzana número cuatrocientos siete (407) del Distrito Ca-
tastral número 1 (uno) antiguo veintiseis (26), en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, con una superficie de 
 metros cuadrados, con su frente al Este, con las mejo-
ras en él ubicadas o sea una casa de una sola planta cons-
truida de mampostería y concreto, techada de vigas y ladri-
llos, con sus anexidades, servidumbre y dependencias"; G), 
que dicho embargo fué denunciado el veintisiete de los mis-
mos mes y año, al Licenciado Félix S. Ducoudráy; H), que 
el veintiuno de febrero siguiente, fué depositado por el abo-
gado del embargador, en la Secretaría de la Cámara de lo 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Judicial de Santo Domingo, "un pliego contentivo de 
las cargas, cláusulas y condiciones conforme á las cuales se 
.procedería á la venta y adjudicación del mencionado inmue-
ble embargado"; y ese mismo día, el Magistrado Juez Pre-
sidente de dicha Cámara, dictó un auto por el que fijó la 
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audiencia pública del veinticinco de marzo de mil novecien-

tos treinta y nueve, "á las nueve horas de la mañana, para 
proceder á la lectura y publicación del indicado pliego de 

condiciones"; I), que el primero de marzo de mil novecientos 
treinta y nueve, "según acto instrumentado por el dicho mi-
nisterial Ramón María de Soto, Luis Aníbal Tejeda notificó 
al Licenciado Félix Servio Ducoudray y a su esposa Colombi-
na Mansfield de Ducoudray, con denuncia al Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Santo Domingo: que 
había sido depositado en la Secretaría de la Cámara de lo 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito de Santo Domingo el pliego de condiciones que regirá 
la venta y adjudicación del referido inmueble embargado; 
que había sido fijada la audiencia pública que celebraría di-
cho Tribunal el día veinticinco de dicho mes de marzo, a las 
nueve horas de la mañana, para proceder a la lectura y pu-
blicación del enunciado pliego de condiciones; e intimándo-
les, además, a que adujeran sus reparos a dicho pliego de 
condiciones, si les placía, y comparecieron a la audiencia del 
día y hora indicados para la lectura y publicación del mis-
mo"; J), que "el día siete del mes de marzo del año mil no-
vecientos treintinueve, y según acto instrumentado por el 
ministerial Narciso Alonzo hijo, quien era Alguacil de Es-
trados de la Corte de Apelación de San Cristóbal, los Licen-
ciados Baldemaro Rijo y Miguel Campillo Pérez, "abogados 
constituidos por el Licenciado Félix Servio Ducoudray, no-
tificaron al también Licenciado Manuel E. de los Santos L., 
constituido como abogado de Luis Aníbal Tejeda en el pro-
cedimiento de expropiación forzosa a causa de embargo in-
mobiliario de que se ha hecho mención, formal invitación pa-
ra que compareciera, en su dicha calidad, por ante la Cáma-
ra de lo Civil y Comercial del Juzgado de PrimeraiInstan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, a la audiencia 
del día dieciseis de dicho mes de marzo, a las nueve horas de 
la mañana, a fin de discutir la demanda incidental en reduc-
ción de las causas de embargo inmobiliario, contenida en el 
escrito que encabezó dicho acto" K), que "el día veintiuno 
de ese mismo mes de marzo del año mil novecientos treinti- 

BOLETIN JUDICIAL 
	

285 

nueve, y según acto instrumentado por el mismo ministerial 
Narciso Alonzo hijo, los Licenciados Baldemaro Rijo y Mi-
guel Campillo Pérez, abogados constituidos por el Licenciado 
Félix Servio Ducoudray, notificaron al abogado constituido 
por Luis Aníbal Tejeda, Licdo. Manuel E. de los Santos L., 
en el procedimiento de expropiación forzosa a causa de em-
bargo inmobiliario ya expresado, formal invitación para 
que compareciera, en su dicha calidad, por ante la misma 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, a la audien-
cia del -  día dieciseis de dicho mes de marzo, a las nueve ho-
ras de la mañana, a fin de discutir la demanda incidental en 
nulidad de embargo inmobiliario, contenida en el escrito que 
encabeza dicho acto"; L), que en la primera de dichas de-
mandas incidentales, el demandante perseguía —haciendo, 
sobre el embargo mismo, las reservas que juzgó necesarias—
la reducción de las causas del embargo, desechando la suma 
que se refería á intereses; y en la segunda demanda, se pe-
día en primer término, la declaración de la nulidad del em-
bargo porque, según el Licenciado Ducoudray, actual inti-
mante, el "acto de traspaso" (el efectuado por el Licenciado 
Gustavo A. Díaz en favor del Señor L. Aníbal Tejeda) "ca-
rece de precio y porque no fué hecho de conformidad con 
las formalidades sustanciales del Artículo 142 de la Ley de 
Registro de Tierras" y se solicitaba del Juez, además, que, 
como consecuencia dé la declaración de nulidad aludida, se 
declarara "nulo también, de nulidad radical absoluta, sin 
ningún valor ni efecto en perjuicio del Licenciado Félix Ser-
vio Ducoudray, el acto de mandamiento de pago, de fecha 
12 de Diciembre de 1938; el acta de embargo inmobiliario, 
de fecha 26 de Enero de 1939; el acta de denuncia de dicho 
embargo, de fecha 27 de Enero de 1939, así como los otros 
actos que han seguido a éstos; Segundo:— y también de una 
manera principal: que declaréis que a falta de una notifica-
ción hecha al Licenciado Félix Servio Ducoudray por parte 
del señor Ernesto Bonetti Burgos o del Licenciado Gustavo 
A. Díaz, de la pretendida cesión de crédito hipotecario in-
tervenida entre los dos últimos en fecha 9 de junio de 1933, 
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audiencia pública del veinticinco de marzo de mil novecien- 

tos treinta y nueve, "á las nueve horas de la mañana, para 
proceder á la lectura y publicación del indicado pliego de 
condiciones"; I), que el primero de marzo de mil novecientos 
treinta y nueve, "según acto instrumentado por el dicho mi-
nisterial Ramón María de Soto, Luis Aníbal Tejeda notificó 
al Licenciado Félix Servio Ducoudray y a su esposa Colombi-
na Mansfield de Ducoudray, con denuncia al Magistrado Pro-
curador Fiscal del Distrito Judicial de Santo Domingo: que 
había sido depositado en la Secretaría de la Cámara de lo 
Civil y Comercial del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito de Santo Domingo el pliego de condiciones que regirá 
la venta y adjudicación del referido inmueble embargado; 
que había sido fijada la audiencia pública que celebraría di-
cho Tribunal el día veinticinco de dicho mes de marzo, a las 
nueve horas de la mañana, para proceder a la lectura y pu-
blicación del enunciado pliego de condiciones; e intimándo-
les, además, a que adujeran sus reparos a dicho pliego de 
condiciones, si les placía, y comparecieron a la audiencia del 
día y hora indicados para la lectura y publicación del mis-
mo"; J), que "el día siete del mes de marzo del año mil no-
vecientos treintinueve, y según acto instrumentado por el 
ministerial Narciso Alonzo hijo, quien era Alguacil de Es-
trados de la Corte de Apelación de San Cristóbal, los Licen-
ciados Baldemaro Rijo y Miguel Campillo Pérez, "abogados 
constituidos por el Licenciado Félix Servio Ducoudray, no-
tificaron al también Licenciado Manuel E. de los Santos L., 
constituido como abogado de Luis Aníbal Tejeda en el pro-
cedimiento de expropiación forzosa a causa de embargo in-
mobiliario de que se ha hecho mención, formal invitación pa-
ra que compareciera, en su dicha calidad, por ante la Cáma-
ra de lo Civil y Comercial del Juzgado de PrimeraiInstan-
cia del Distrito Judicial de Santo Domingo, a la audiencia 
del día dieciseis de dicho mes de marzo, a las nueve horas de 
la mañana, a fin de discutir la demanda incidental en reduc-
ción de las causas de embargo inmobiliario, contenida en el 
escrito que encabezó dicho acto" K), que "el día veintiuno 
de ese mismo mes de marzo del año mil novecientos treinti- 
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nueve, y según acto instrumentado por el mismo ministerial 
Narciso Alonzo hijo, los Licenciados Baldemaro Rijo y Mi-
guel Campillo Pérez, abogados constituidos por el Licenciado 
Félix Servio Ducoudray, notificaron al abogado constituido 
por Luis Aníbal Tejeda, Licdo. Manuel E. de los Santos L., 
en el procedimiento de expropiación forzosa a causa de em-
bargo ilnmobiliario ya expresado, formal invitación para 
que compareciera, en su dicha calidad, por ante la misma 
Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, a la audien-
cia del día dieciseis de dicho mes de marzo, a las nueve ho-
ras de la mañana, a fin de discutir la demanda incidental en 
nulidad de embargo inmobiliario, contenida en el escrito que 
encabeza dicho acto"; L), que en la primera de dichas de-
mandas incidentales, el demandante perseguía —haciendo, 
sobre el embargo mismo, las reservas que juzgó necesarias—
la reducción de las causas del embargo, desechando la suma 
que se refería á intereses; y en la segunda demanda, se pe-
día en primer término, la declaración de la nulidad del em-
bargo porque, según el Licenciado Ducoudray, actual inti-
mante, el "acto de traspaso" (el efectuado por el Licenciado 
Gustavo A. Díaz en favor del Señor L. Aníbal Tejeda) "ca-
rece de precio y porque no fué hecho de conformidad con 
las formalidades sustanciales del Artículo 142 de la Ley de 
Registro de Tierras" y le solicitaba del Juez, además, que, 
como consecuencia dé la declaración de nulidad aludida, se 
declarara "nulo también, de nulidad radical absoluta, sin 
ningún valor ni efecto en perjuicio del Licenciado Félix Ser-
vio Ducoudray, el acto de mandamiento de pago, de fecha 
12 de Diciembre de 1938; el acta de embargo inmobiliario, 
de fecha 26 de Enero de 1939; el acta de denuncia de dicho 
embargo, de fecha 27 de Enero de 1939, así como los otros 
actos que han seguido a éstos; Segundo :— y también de una 
manera principal: que declaréis que a falta de una notifica-
ción hecha al Licenciado Félix Servio Ducoudray por parte 
del señor Ernesto Bonetti Burgos o del Licenciado Gustavo 
A. Díaz, de la pretendida cesión de crédito hipotecario in-
tervenida entre los dos últimos en fecha 9 de junio de 1933, 
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el Licenciado Félix Servio Ducoudray ignora quién es su 
verdadero acreedor aparente, y en consecuencia, declaréis, 
también, que la acreencia en cuya virtud el señor Luis Aní-
bal Tejeda ha iniciado y continuado los procedimientos de 
expropiación forzosa contra el Licenciado Félix Servio Du-
coudray, es una acreencia cuyo verdadero propietario no es-
tá determinado frente a este último, y que, por lo tanto no 
ha podido servir de fundamento a dichos procedimientos; 
anulándose los mismos actos indicados en el pedimento an-
terior ;— Tercero:— De una manera subsidiaria : que para 
el caso improbable de que no acojáis los pedimentos que an-
teceden, declaris nulo, de nulidad radical y absoluta, sin nin-
gún valor ni efecto en perjuicio del Licenciado Félix Servio 
Ducoudray, el acta de embargo de fecha 26 de Enero de 1939; 
el acta de denuncia del mismo, de fecha 27 de Enero de 1939; 
y los demás actos que han seguido a éstos, Primero:- por 
haberse omitido en el acta de embargo citada, la enuncia-
ción del título ejecutivo en cuya virtud el alguacil ejecutan-
te procedió a dicho embargo; Segundo: por no haberse trans-
portado el Alguacil embargante al punto mismo en que ra-
dica el inmueble que se embargó;— Tercero: Por no haber 
podido, entonces, dicho ministerial, embargar real y efecti-
vamente el inmueble de que se trata; Cuarto y último, por-
que en dicha acta de embargo no se hizo elección de domici-
lio en el estudio del abogado constituido por el persiguiente 
señor Luis Anibal Tejeda, sino en uh domicilio diferente; 
todo ello en violación del Artículo 675 del Código de Proce-
dimiento Civil:— Cuarto: Que en cualquier caso que aco-
jáis las conclusiones anteriores, condeneis al señor Luis Ani-
bal Tejeda al pago de las costas"; LL), que, después de la 
vista del primer caso, mediante la presentación de conclu-
siones de las partes, y llenadas las demás formalidades le-
gales "la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, por 
su sentencia de fecha veintisiete del mes de Abril del año mil 
novecientos treintinueve, falló así: "Primero :— Que debe 
dar, como al efecto dá, acta al Licenciado Félix Servio Du- 
coudray, parte demandante, de las expresas y formales re- 

servas de derecho formuladas por él, "de impugnar en su 
portlunidad, y dentro de los plazos correspondientes, las 

causas y los actos del procedimiento de expropiación forzo-
sa por vía de embargo inmobiliario seguidos contra el con-
cluyente por el señor Luis Aníbal Tejeda":— Segundo:—
Que debe, por los motivos enunciados : a)— Rechazar, como 
al efecto rechaza, la demanda incidental de que se trata, 
intentada por el Licenciado Félix Servio Ducoudray, contra 
Luis Aníbal Tejeda, según acto de abogado a abogado noti-
ficado por el ministerial Narciso Alonzo hijo en fecha siete 
de marzo del año en curso mil novecientos treinta y nueve; 
b)— Rechazar, así mismo, como al efecto rechaza, el pedi-
mento de sobreseimiento de "el conocimiento de los procedi-
mientos de embargo inmobiliario" seguidos por Luis Aníbal 
Tejeda en perjuicio del Licenciado Félix Servio Ducoudray, 
contenido en el ordinal cuarto de las conclusiones presenta-
das por éste en audiencia;— c)— Condenar, como al efecto 
condena, a dicho Licenciado Félix Servio Ducoudray, parte 
demandante que sucumbe, al pago de todas las costas causa-
das y por causarse en la presente instancia; y Tercero:- Que 
debe ordenar, como al efecto ordena, que esas costas sean 
distraídas en provecho del Licenciado Manuel E. de los San-
tos L., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 
M), que, igualmente después de la vista del segundo caso y 
de llenadas las formalidades legales correspondientes, "en 
fecha primero de mayo del año mil novecientos treinta y 
nueve, y con motivo del procedimiento para la publicación 
del pliego de condiciones para la venta y adjudicación del 
inmueble embargado y de la demanda incidental en nulidad 
de dicho embargo inmobiliario, la Cámara de lo Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santo Domingo dictó una sentencia, cuyo dispositi-
vo dice así : "Falla: Que debe, por los motivos enunciados: 
Primero: Rechazar, como al efecto rechaza, en todas sus 
partes, la demanda incidental en nulidad de embargo de que 
se trata, intentada por el Licenciado Félix Servio Ducou-
dray, parte embargada, según acto introductivo de instan-
cia notificado de abogado a abogado, el día veintiuno de mar- 
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el Licenciado Félix Servio Ducoudray ignora quién es su 
verdadero acreedor aparente, y en consecuencia, declaréis, 
también, que la acreencia en cuya virtud el señor Luis Aní-
bal Tejeda ha iniciado y continuado los procedimientos de 
expropiación forzosa contra el Licenciado Félix Servio Du-
coudray, es una acreencia cuyo verdadero propietario no es-
tá determinado frente a este último, y que, por lo tanto no 
ha podido servir de fundamento a dichos procedimientos; 
anulándose los mismos actos indicados en el pedimento an-
terior:— Tercero:— De una manera subsidiaria: que para 
el caso improbable de que no acojáis los pedimentos que an-
teceden, declaris nulo, de nulidad radical y absoluta, sin nin-
gún valor ni efecto en perjuicio del Licenciado Félix Servio 
Ducoudray, el acta de embargo de fecha 26 de Enero de 1939; 
el acta de denuncia del mismo, de fecha 27 de Enero de 1939; 
y los demás actos que han seguido a éstos, Primero:- por 
haberse omitido en el acta de embargo citada, la enuncia-
ción del título ejecutivo en cuya virtud el alguacil ejecutan-
te procedió a dicho embargo; Segundo: por no haberse trans-
portado el Alguacil embargante al punto mismo en que ra-
dica el inmueble que se embargó;— Tercero: Por no haber 
podido, entonces, dicho ministerial, embargar real y efecti-
vamente el inmueble de que se trata; Cuarto y último, por-
que en dicha acta de embargo no se hizo elección de domici-
lio en el estudio del abogado constituido por el persiguiente 
señor Luis Anibal Tejeda, sino en uit domicilio diferente; 
todo ello en violación del Artículo 675 del Código de Proce-
dimiento Civil;— Cuarto: Que en cualquier caso que aco-
jáis las conclusiones anteriores, condeneis al señor Luis Ani-
bal Tejeda al pago de las costas"; LL), que, después de la 
vista del primer caso, mediante la presentación de conclu-
siones de las partes, y llenadas las demás formalidades le-
gales "la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, por 
su sentencia de fecha veintisiete del mes de Abril del año mil 
novecientos treintinueve, falló así: "Primero:— Que debe 
dar, como al efecto dá, acta al Licenciado Félix Servio Du-
coudray, parte demandante, de las expresas y formales re- 

BOLETIN JUDICIAL 	 287 

servas de derecho formuladas por él, "de impugnar en su 
oportlunidad, y dentro de los plazos correspondientes, lais 
causas y los actos del procedimiento de expropiación forzo-
sa por vía de embargo inmobiliario seguidos contra el con-
cluyente por el señor Luis Aníbal Tejeda";— Segundo :-- 
Que debe, por los motivos enunciados: a)— Rechazar, como 
al efecto rechaza, la demanda incidental de que se trata, 
intentada por el Licenciado Félix Servio Ducoudray, contra 
Luis Aníbal Tejeda, según acto de abogado a abogado noti-
ficado por el ministerial Narciso Alonzo hijo en fecha siete 
de marzo del año en curso mil novecientos treinta y nueve; 
b)— Rechazar, así mismo, como al efecto rechaza, el pedi-
mento de sobreseimiento de "el conocimiento de los procedi-
mientos de embargo inmobiliario" seguidos por Luis Aníbal 
Tejeda en perjuicio del Licenciado Félix Servio Ducoudray, 
contenido en el ordinal cuarto de las conclusiones presenta-
das por éste en audiencia;— c)— Condenar, como al efecto 
condena, a dicho Licenciado Félix Servio Ducoudray, parte 
demandante que sucumbe, al pago de todas las costas causa-
das y por causarse en la presente instancia; y Tercero:- Que 
debe ordenar, como al efecto ordena, que esas costas sean 
distraídas en provecho del Licenciado Manuel E. de los San-
tos L., quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; 
M), que, igualmente después de la vista del segundo caso y 
de llenadas las formalidades legales correspondientes, "en 
fecha primero de mayo del año mil novecientos treinta y 
nueve, y con motivo del procedimiento para la publicación 
del pliego de condiciones para la venta y adjudicación del 
inmueble embargado y de la demanda incidental en nulidad 
de dicho embargo inmobiliario, la Cámara de lo Civil y Co-
mercial del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judi-
cial de Santo Domingo dictó una sentencia, cuyo dispositi-
vo dice así: "Falla: Que debe, por los motivos enunciados: 
Primero : Rechazar, como al efecto rechaza, en todas sus 
partes, la demanda incidental en nulidad de embargo de que 
se trata, intentada por el Licenciado Félix Servio Ducou-
dray, parte embargada, según acto introductivo de instan-
cia notificado de abogado a abogado, el día veintiuno de mar- 
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zo del año en curso, mil novecientos treinta y nueve, por 
ministerio de Alguacil Narciso Alonzo hijo;— Segundo:—
Dar, en consecuencia, como al efecto da, acta a Luis Ani-
bal Tejeda, de la lectura y publicación del pliego de condi-
ciones que regirán la venta y adjudicación del inmueble em-
bargado por dicho Luis Anibal Tejeda en perjuicio del Li-
cenciado Félix Servio Ducoudray, de que se trata; lectura y 
publicación que tuvieron efecto en la audiencia del día vein-
ticinco del mes de marzo del año en.curso;— Tercero:— Fi-
jar, como al efecto fija, la audiencia de pregones que cele-
brará públicamente este Tribunal el día sábado, tres del mes 
de junio del año en curso, mil novecientos treinta y nueve, a 
las nueve horas de la mañana, para proceder a la venta y 
adjudicación del referido inniuebile embargado de que se 
trata, o sea el solar Núm. 6 (seis) de la Manzana Núm. 407 
(cuatrocientos siete) del Distrito Catastral Núm. 1 (uno), 
(antiguo Solar Núm. 2 Prov. Distrito Catastral No. 26), o 
sea la casa Núm. 10 (diez) de la calle "Duarte", en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo;— Cuarto:— Conde-
nar, como al efecto condena, al Licenciado Félix Servio Du-
coudray, parte que sucumbe, al pago de todas las costas cau-
sadas y por causarse en la ,  presente instancia; y Quinto:— 
Ordenar, como al efecto ordena, que esas costas sean distraí-
das en provecho del Licenciado Manuel E. de los Santos L., 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; N), que 
el Licenciado Félix Servio Ducoudray interpuso sendos re-
cursos de alzada contra las dos decisiones indicadas; y la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, apoderada debidamen-
te de todo ello, dictó, en fecha once de julio de mil novecien-
tos cuarenta, después de llenadas las formalidades legales 
del caso, y de haber acumulado los dos asuntos, una senten-
cia —que es la impugnada en casación—, con el dispositivo 
siguiente: "Falla:— En cuanto a la demanda en reducción. 
Primero :— Que debe admitir, como al efecto admite por los 
motivos enunciados, el recurso de apelación interpuesto por 
el Licenciado Félix Servio Ducoudray, contra sentencia dic-
tada en perjuicio suyo y en favor de '.1.4uis Aníbal Tejeda, por 
la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzgado de .Primera 

Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en atribu-
ciones civiles, el día veintisiete de abril de mil novecientos 
treintinueve;— Segundo:— Que, en consecuencia, debe revo-
car, como al efecto revoca, la antes mencionada sentencia; y 
Tercero:— Obrado por, propia autoridad, debe declarar, 
como al efecto declara, que el intimado Luis Aníbal Tejeda 
no tiene derecho a cobrar intereses, sino la suma principal 
de dos mil quinientos pesos ($2.500.00), a la cual se reduce 
las causas del embargo;— En cuanto a la demanda en nuli-
dad, Cuarto:— Que debe rechazar, como al efecto recha-
za, por los motivos enunciados, el recurso de apelación in-
terpuesto por el Licenciado Félix Servio Ducoudray, contra 
sentencia dictada en perjuicio suyo y en favor de Luis Aní-
bal Tejeda, por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzga.. 
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, en atribuciones civiles, el día primero de mayo de 
mil novecientos treintinueve;— y Quinto:— Que, en conse-
cuencia, debe confirmar, como al efecto confirma, en todas 
sus partes la antes mencionada sentencia;— En cuanto a 
las costas.— Sexto :— Que debe compensar, como al efecto 
compensa, pura y simplemente entre las partes en causa, las 
costas causadas en ambas instancias"; 

Considerando, que la parte intimante alega, en su recur-
so, que en la sentencia impugnada se ha incurrido en la vio-
lación de los artículos 93, 142 y 143 de la Ley de Registro 
tro de Tierras; en la de los artículos 142 del Código de Pro-
cedimiento Civil y 1582 y 1591 del Código Civil, y en el vi-
cio de falta de base legal; 

Considerando, que la parte intimada opone inicialmen-
te, en su Memorial de Defensa, dos medios de inadmisión al 
presente recurso: el primero, basado en su pretensión de 
que tal recurso fué incoado tardíamente; y el segundo, con 
el alegado fundamento de que el intimante carece de inte-
rés en el caso; 

Considerando, en cuanto al primer medio de inadmi-
sión : que, de modo contrario á las pretensiones del intima-
do, la notificación que con reservas, le hizo, de la sentencia 
ahora impugnada, el Licenciado Félix S. Ducoudray, no po- 
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zo del año en curso, mil novecientos treinta y nueve, por 
ministerio de Alguacil Narciso Alonzo hijo;— Segundo:—
Dar, en consecuencia, como al efecto da, acta a Luis Ani-
bal Tejeda, de la lectura y publicación del pliego de condi-
ciones que regirán la venta y adjudicación del inmueble em-
bargado por dicho Luis Anibal Tejeda en perjuicio del Li-
cenciado Félix Servio Ducoudray, de que se trata; lectura y 
publicación que tuvieron efecto en la audiencia del día vein-
ticinco del mes de marzo del año en.curso;— Tercero :— Fi-
jar, como al efecto fija, la audiencia de pregones que cele-
brará públicamente este Tribunal el día sábado, tres del mes 
de junio del año en curso, mil novecientos treinta y nueve, a 
las nueve horas de la mañana, para proceder a la venta y 
adjudicación del referido inniueble embargado de que se 
trata, o sea el solar Núm. 6 (seis) de la Manzana Núm. 407 
(cuatrocientos siete) del Distrito Catastral Núm. 1 (uno), 
(antiguo Solar Núm. 2 Prov. Distrito Catastral No. 26), o 
sea la casa Núm. 10 (diez) de la calle "Duarte", en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo;— Cuarto:— Conde-
nar, como al efecto condena, al Licenciado Félix Servio Du-
coudray, parte que sucumbe, al pago de todas las costas cau-
sadas y por causarse en la ,  presente instancia; y Quinto:— 
Ordenar, como al efecto ordena, que esas costas sean distraí-
das en provecho del Licenciado Manuel E. de los Santos L., 
quien afirma haberlas avanzado en su totalidad"; N), que 
el Licenciado Félix Servio Ducoudray interpuso sendos re-
cursos de alzada contra las dos decisiones indicadas; y la 
Corte de Apelación de San Cristóbal, apoderada debidamen-
te de todo ello, dictó, en fecha once de julio de mil novecien-
tos cuarenta, después de llenadas las formalidades legales 
del caso, y de haber acumulado los dos asuntos, una senten-
cia —que es la impugnada en casación—, con el dispositivo 
siguiente: "Falla:— En cuanto a la demanda en reducción. 
Primero :— Que debe admitir, como al efecto admite por los 
motivos enunciados, el recurso de apelación interpuesto por 
el Licenciado Félix Servio Ducoudray, contra sentencia dic-
tada en perjuicio suyo y en favor de Lauis Aníbal Tejeda, por 
la Cámara de lo Civil y Comercial del Jüzgado de .Primera 

Instancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, en atribu-
ciones civiles, el día veintisiete de abril de mil novecientos 
treintinueve;— Segundo:— Que, en consecuencia, debe revo-
car, como al efecto revoca, la antes mencionada sentencia; y 
Tercero:— Obrando por propia autoridad, debe declarar, 
como al efecto declara, que el intimado Luis Aníbal Tejeda 
no tiene derecho a cobrar intereses, sino la suma principal 
de dos mil quinientos pesos ($2.500.00), a la cual se reduce 
las causas del embargo;— En cuanto a la demanda en nuli-
dad.— Cuarto:— Que debe rechazar, como al efecto recha-
za, por los motivos enunciados, el recurso de apelación. in-
terpuesto por el Licenciado Félix Servio Ducoudray, contra 
sentencia dictada en perjuicio suyo y en favor de Luis Aní-
bal Tejeda, por la Cámara de lo Civil y Comercial del Juzga.. 
do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Santo Do-
mingo, en atribuciones civiles, el día primero de mayo de 
mil novecientos treintinueve;— y Quinto:— Que, en conse-
cuencia, debe confirmar, como al efecto confirma, en todas 
sus partes la antes mencionada sentencia;— En cuanto a 
las costas.— Sexto :— Que debe compensar, como al efecto 
compensa, pura y simplemente entre las partes en causa, las 
costas causadas en ambas instancias"; 

Considerando, que la parte intimante alega, en su recur-
so, que en la sentencia impugnada se ha incurrido en la vio-
lación de los artículos 93, 142 y 143 de la Ley de Registro 
tro de Tierras; en la de los artículos 142 deil. Código de Pro-
cedimiento Civil y 1582 y 1591 del Código Civil, y en el vi-
cio de falta de base legal; 

Considerando, que la parte intimada opone inicialmen-
te, en su Memorial de Defensa, dos medios de inadmisión al 
presente recurso: el primero, basado en su pretensión de 
que tal recurso fué incoado tardíamente; y el segundo, con 
el alegado fundamento de que el intimante carece de inte-
rés en el caso; 

Considerando, en cuanto al primer medio de inadmi-
Sión: que, de modo contrario á las pretensiones del intima-
do, la notificación que con reservas, le hizo, de la sentencia 
ahora impugnada, el Licenciado Félix S. Ducoudray, no po- 
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día tener, ni tenía, la virtud de hacer correr, contra el últi-
mo, el plazo de dos meses fijados por el artículo 4 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; pues, está admitido, tan-
to por la jurisprudencia nacional, como por *la doctrina y la 
jurisprudencia del país de origen de dicha ley, que el plazo 
en referencia no corre sino contra la parte notificada, y nó 
contra quien notifica el fallo; que al no haber justificado, el 
intimado, que él hubiese notificado al actual intimante la 
sentencia atacada, el repetido intimante pudo, válidamente, 
interponer su recurso en la fecha en que lo hizo, y el primer 
medio de inadmisión, del cual se ha venido tratando, debe 
ser rechazado; 

Considerando, respecto del segundo medio de inadmi- .. 
sión, el cual es reproducido, por el intimado, en el memorial 
de réplica en que pide ser admitido, acerca de tal punto, co-
mo "recurrente incidental", contra la sentencia atacada por 
su contra parte: que, en primer término, no se trata, en la 
especie, de une verdadero recurso incidental], sino de un. me-
dio de defensa contra el recurso, y a que no se impugna dis-
posición alguna del fallo, y sí, únicamente, el recurso contra 
éste incoado por el Licenciado Ducoudray; que, respecto del 
medio de inadmisión que se examina, procede declarar que 
basta un interés, actual y cierto, para poder intentar una 
acción, por mínimo que sea ese interés; que, en el asunto so-
metido á esta Suprema Corte, el Lic. Félix S. Ducoudray, 
que solicita la casación de un fallo en cuanto éste rechazó sus 
pretensiones contra la calidad del Señor L. Aníbal Tejeda, 
en el embargo trabado en perjuicio del primero, tenía y tie-
ne el interés necesario para su presente acción, por cuanto 
no se trata, únicamente, de una operación intervenida entre 
terceros, sino de su defensa frente á procedimientos de eje-
cución practicados contra su patrimonio; que, por consi-
guiente, el segundo medio de inadmisión debe ser rechazado, 
lo mismo que el primero; 

Considerando, acerca del fondo del recurso: que las con-
clusiones de la parte recurrente por ante la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal tienden, en su ordinal segundo, a que 
se declare nulo todo el procedimiento del embargo inmobilia- 
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rio incoado por el señor Luis Aníbal Tejeda en contra del 
Lic. Félix S. Ducoudray, sobre el solar número 6 de la man-
zana número 407 dei D. C. número 1 de Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, fundándose dicha parte en que es 
nulo y de ningún valor ni efecto, por haber sido instrumen-
tado en contravención de las disposiciones contenidas en el 
artículo 142 de la Ley de Registro de Tierras, el acto de ce-
sión que en fecha treinta de septiembre de mil novecientos 
treinta y seis consintió el Lic. Gustavo A. Díaz en provecho 
del señor Luis Ainbal Tejeda, respecto de la acreencia hi-
potecaria de que era titular el cedente, sobre los inmuebles 
antes mencionados, según el certificado de título número 
1221, expedido originariamente el día veintinueve de mayo 
de mil novecientas treinta y tres por el Registrador de Tí-
tulos del Departamento Sur, en cuyo dorso éste registró más 
tarde, en favor del señor Ernesto Bonetti Burgos, el grava-
men que el último cedió luego al Lic. Gustavo A. Díaz y és-
te al Señor L. Aníbal Tejeda, transferencias sucesivas que 
constan, en su lugar correspondiente, en el certificado du-
plicado de título del acreedor hipotecario; 

Considerando, que el pedimento sobre nulidad así for-
mulado por la parte embargada tiende á tachar de nulidad el 
título mismo que sirve de base a los procedimientos del em-
bargo inmobiliario de que se trata, o sea el certificad() du-
plicado de título del acreedor hipotecario persiguiente, pues-
to que el acto voluntario otorgado por el Lic. Gustavo A Díaz, 
mediante el cual fué transferido el crédito hipotecario de que 
era titular, en favor del señor Luis Aníbal Tejeda, no podía 
producir el efecto de apoderar al cesionario del título de esa 
acreencia, en razón de que, de a cuerdo con lo dispuesto por 
el art. 93 la Ley de Registro de Tierras, es solamente por vir-
tud del registro practicado por el Registrador de Títulos, 
mediante el cual se incorpora el contrato intervenido entre 
las partes al correspondiente certificado de título, y á par-
tir del momento de ese registro, como el cesionario de un 
crédito hipotecario es acreedor hipotecario sobre un terreno 
registrado, con derecho de ejercer los procedimientos de la 
expropiación forzosa; 
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día tener, ni tenía, la virtud de hacer correr, contra el últi-
mo, el plazo de dos meses fijados por el artículo 4 de la Ley 
sobre Procedimiento de Casación; pues, está admitido, tan-
to por la jurisprudencia nacional, como por 'la doctrina y la 
jurisprudencia del país de origen de dicha ley, que el plazo 
en referencia no corre sino contra la parte notificada, y nó 
contra quien notifica el fallo; que al no haber justificado, el 
intimado, que él hubiese notificado al actual intimante la 
sentencia atacada, el repetido intimante pudo, válidamente, 
interponer su recurso en la fecha en que lo hizo, y el primer 
medio de inadmisión, del cual se ha venido tratando, debe 
ser rechazado; 

Considerando, respecto del segundo medio de inadmi-
sión, el cual es reproducido, por el intimado, en el memorial 
de réplica en que pide ser admitido, acerca de tal punto, co-
mo "recurrente incidental", contra la sentencia atacada por 
su contra parte: que, en primer término, no se trata, en la 
especie, de une verdadero recurso incidentail, sino de un. me-
dio de defensa contra el recurso, y a que no se impugna dis-
posición alguna del fallo, y sí, únicamente, el recurso contra 
éste incoado por el Licenciado Ducoudray; que, respecto del 
medio de inadmisión que se examina, procede declarar que 
basta un interés, actual y cierto, para poder intentar una 
acción, por mínimo que sea ese interés; que, en el asunto so-
metido á esta Suprema Corte, el Lic. Félix S. Ducoudray, 
que solicita la casación de un fallo en cuanto éste rechazó sus 
pretensiones contra la calidad del Señor L. Aníbal Tejeda, 
en el embargo trabado en perjuicio del primero, tenía y tie-
ne el interés necesario para su presente acción, por cuanto 
no se trata, únicamente, de una operación intervenida entre 
terceros, sino de su defensa frente á procedimientos de eje-
cución practicados contra su patrimonio; que, por consi-
guiente, el segundo medio de inadmisión debe úr rechazado, 
lo mismo que el primero; 

Considerando, acerca del fondo del recurso: que las con-
clusiones de la parte recurrente por ante la Corte de Apela-
ción de San Cristóbal tienden, en su ordinal segundo, a que 
se declare nulo todo el procedimiento del embargo inmobilia- 
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rio incoaplo por el señor Luis Aníbal Tejeda en contra del 
Lic. Félix S. Ducoudray, sobre el solar número 6 de la man-
zana número 407 del D. C. número 1 de Ciudad Trujillo, Dis-
trito de Santo Domingo, fundándose dicha parte en que es 
nulo y de ningún valor ni efecto, por haber sido instrumen-
tado en contravención de las disposiciones contenidas en el 
artículo 142 de la Ley de Registro de Tierras, el acto de ce-
sión que en fecha treinta de septiembre de mil novecientos 
treinta y seis consintió el Lic. Gustavo A. Díaz en provecho 
del señor Luis Ainbal Tejeda, respecto de la acreencia hi-
potecaria de que era titular el cedente, sobre los inmuebles 
antes mencionados, según el certificado de título número 
1221, expedido originariamente el día veintinueve de mayo 
de mil novecientos treinta y tres por el Registrador de Tí-

. tulos del Departamento Sur, en cuyo dorso éste registró más 
tarde, en favor del señor Ernesto Bonetti Burgos, el grava-
men que el último cedió luego al Lic. Gustavo A. Díaz y és-
te al Señor L. Aníbal Tejeda, transferencias sucesivas que 
constan, en su lugar correspondiente, en el certificado du-
plicado de título del acreedor hipotecario; 

Considerando, que el pedimento sobre nulidad así for-
mulado por la parte embargada tiende á tachar de nulidad el 
título mismo que sirve de base a los procedimientos del em-
bargo inmobiliario de que se trata, o sea el certificado du-
plicado de título del acreedor hipotecario persiguiente, pues-
to que el acto voluntario otorgado por el Lic. Gustavo A Díaz, 
mediante el cual fué transferido el crédito hipotecario de que 
era titular, en favor del señor Luis Aníbal Tejeda, no podía 
producir el efecto de apoderar al cesionario del título de esa 
acreencia, en razón de que, de a cuerdo con lo dispuesto por 
el art. 93 la Ley de Registro de Tierras, es solamente por vir-
tud del registro practicado por el Registrador de Títulos, 
mediante el cual se incorpora el contrato intervenido entre 
las partes al correspondiente certificado de título, y á par-
tir del momento de ese registro, como el cesionario de un 
crédito hipotecario es acreedor hipotecario sobre un terreno 
registrado, con derecho de ejercer los procedimientos de la 
expropiación forzosa; 
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Considerando, que, como consecuencia de esos principios, 
el incidente de nulidad promovido por la parte embargada 
contra el procedimiento del embargo inmobiliario de que se 
trata, aunque entra incontestablemente, dentro de la compe-
tencia de los tribunales ordinarios, se halla sujeto, sin embar-
go, en cuanto a la decisión final a intervenir, al resultado de 
la impugnación por causa de nulidad que resulta incoada con-
tra el titulo que, de acuerdo con el art. único de la Ley 884, 
del 17 de abril de 1935, sirve en realidad de base a las persecu-
ciones, o sea el certificado duplicado de título número 1221; 
que esa impugnación constituye un litigio sobre terrenos re-
gistrados, puesto que tiende a despojar de sus atributos esen-
ciales un certificado de título relativo a una hipoteca, que 
es un derecho registrable, instrumentado y expedido por el 
Registrador de Títulos conforme a las disposiciones de la 
Ley de Registro de Tierras; 

Considerando, que el artículo 7 de la Ley 1231, del 16 
de diciembre de 1929, atribuye a los tribunales de tierras 
competencia exclusiva para conocer de los litigios relaciona-
dos con terrenos registrados; que esta norma de competen- 

, cia de atribución constituye una regla de orden público, que, 
aun cuando no fué expresamente invocada por ninguna de 
las tes en causa ni por el Ministerio Público, ni por ante 
los eces del fondo, ni por ante esta Suprema Corte de Jus-
ticia, sino solamente aludida en un escrito de réplica por la 
parte recurrente por ante la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, debe ser aplicada de oficio por la Suprema Corte de 
Justicia; que, frente a ese alegato de nulidad dirigido con-
tra un certificado de título sobre terreno registrado, los jue-
ces del fondo debieron, en acatamiento a la disposición del 
artículo 7 de la Ley 1231, de 1929, y de las del 170 del Códi-
go de Procedimiento Civil, sobreseer el fallo sobre el inciden-
te de nulidad de los procedimientos de embargo, y mandar a 
las partes a proveerse por ante los jueces competentes, sien-
do solamente después que esos jueces hubiesen pronunciado 
su fallo definitivo respecto de la validez del título en cues-
tión, es decir del certificado de título, cuando los tribunales 
ordinarios habrían tenido competencia para emitir juicio 

acerca de la demanda en nulidad contra el embargo inmobi-
liario de que se trata, puesto que esa demanda se funda en 
medios cuya admisión o rechazamiento se halla en evidente 
relación de dependencia con la cuestión de saber si es o no 
es válido el título que sirve de base a las persecuciones; 

Considerando, que lo que queda expuesto conduce á ca-
sar la sentencia impugnada, en cuanto á dos ordinales cuar-
to, quinto y sexto de su dispositivo; 

Considerando, que si bien el artículo 24, reformado, de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, expresa que "si la 
sentencia fuere casada por causa de incompetencia, la Su-
prema Corte de Justicia dispondrá el envío del asunto para 
ante el tribunal que deba conocer de él, y lo designará igual-
mente", ello no puede conducir á que, en el presente estado 
de las cosas, el asunto sea enviado, desde luego, al Tribunal 
de Tierras ya que es al tribunal ordinario correspondiente 
al que deben ser sometidas las demandas incidentales rela-
tivas á embargo inmobiliario, para que dicho tribunal deci-
da lo procedente ; inclusive su declaración de incompetencia 
sobre un aspecto del asunto, y el sobreseimiento al cual ya 
se ha hecho referencia; 

Considerando, que la circunstancia de haber sido ac-
tual intimante quien pidió a la Corte de la que pr la 
sentencia impugnada, que decidiera lo concerniente á la uli-
dad del título del actual intimado, en cuanto éste sirviera de 
base á sus actuaciones, sin pedirle que se declarara incom-
petente para lo que al Tribunal de Tierras concernía, cons-
tituye en falta a dicho intimante, falta que también cometió 
la parte contraria ; que ello es motivo suficiente para com-
pensar las costas, análogamente a como lo ha decidido, en 
especies anteriores, la Suprema Corte de Justicia ; 

Por tales motivos, Primero: casa, en cuanto á sus ordi-
nales cuarto, quinto y sexto, la sentencia de la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal, de fecha once de julio de mil nove-
cientos cuarenta, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lu-
gar del presente fallo, y envía el asunto á la Corte de Ape-
lación de Ciudad Trujillo: Segundo: compen$a to! -a. In e a '-e 
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Considerando, que, como consecuencia de esos principios, 
el incidente de nulidad promovido por la parte embargada 
contra el procedimiento del embargo inmobiliario de que se 
trata, aunque entra incontestablemente, dentro de la compe-
tencia de los tribunales ordinarios, se halla sujeto, sin embar-
go, en cuanto a la decisión final a intervenir, al resultado de 
la impugnación por causa de nulidad que resulta incoada con-
tra el título que, de acuerdo con el art. único de la Ley 884, 
del 17 de abril de 1935, sirve en realidad de base a las persecu-
ciones, o sea el certificado duplicado de título número 1221; 
que esa impugnación constituye un litigio sobre terrenos re-
gistrados, puesto que tiende a despojar de sus atributos esen-
ciales un certificado de título relativo a una hipoteca, que 
es un derecho registrable, instrumentado y expedido por el 
Registrador de Títulos conforme a las disposiciones de la 
Ley de Registro de Tierras; 

Considerando, que el artículo 7 de la Ley 1231, del 16 
de diciembre de 1929, atribuye a los tribunales de tierras 
competencia exclusiva para conocer de los litigios relaciona-
dos con terrenos registrados; que ésta norma de competen- 

, da de atribución constituye una regla de orden público, que, 
aun cuando no fué expresamente invocada por ninguna de 
las partes en causa ni por el Ministerio Público, ni por ante 
los jueces del fondo, ni por ante esta Suprema Corte de Jus-
ticia, sino solamente aludida en un escrito de réplica por la 
parte recurrente por ante la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, debe ser aplicada de oficio por la Suprema Corte de 
Justicia; que, frente a ese alegato de nulidad dirigido con-
tra un certificado de título sobre terreno registrado, los jue-
ces del fondo debieron, en acatamiento a la disposición del 
artículo 7 de la Ley 1231, de 1929, y de las del 170 del Códi-
go de Procedimiento Civil, sobreseer el fallo sobre el inciden-
te de nulidad de los procedimientos de embargo, y mandar a 
las partes a proveerse por ante los jueces competentes, sien-
do solamente después que esos jueces hubiesen pronunciado 
su fallo definitivo respecto de la validez del título en cues-
tión, es decir del certificado de título, cuando los tribunales 
ordinarios habrían tenido competencia para emitir juicio 
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acerca de la demanda en nulidad contra el embargo inmobi-
liario de que se trata, puesto que esa demanda se funda en 
medios cuya admisión o rechazamiento se halla en evidente 
relación de dependencia con la cuestión de saber si es o no 
es válido el título que sirve de base a las persecuciones; 

Considerando, que lo que queda expuesto conduce á ca-
sar la sentencia impugnada, en cuanto á dos ordinales cuar-
to, quinto y sexto de su dispositivo; 

Considerando, que si bien el artículo 24, reformado, de 
la Ley sobre Procedimiento de Casación, expresa que "si la 
sentencia fuere casada por causa de incompetencia, la Su-
prema Corte de Justicia dispondrá el envío del asunto para 
ante el tribunal que deba conocer de él, y lo designará igual-
mente", ello no puede conducir á que, en el presente estado 
de las cosas, el asunto sea enviado, desde luego, al Tribunal 
de Tierras ya que es al tribunal ordinario correspondiente 
al que deben ser sometidas las demandas incidentales rela-
tivas á embargo inmobiliario, para que dicho tribunal deci-
da lo procedente ; inclusive su declaración de incompetencia 
sobre un aspecto del asunto, y el sobreseimiento al cual ya 
se ha hecho referencia; 

Considerando, que la circunstancia de haber sido ac-
tual intimante quien pidió a la Corte de la que pr la 
sentencia impugnada. que decidiera lo concerniente á la uli-
dad del título del actual intimado, en cuanto éste sirviera de 
base á sus actuaciones, sin pedirle que se declarara incom-
petente para lo que al Tribunal de Tierras concernía, cons-
tituye en falta a dicho intimante, falta 'que también cometió 
la parte contraria; que ello es motivo suficiente para com-
pensar las costas, análogamente a como lo ha decidido, en 
especies anteriores, la Suprema Corte de Justicia; 

Por tales motivos, Primero: casa, en cuanto á sus ordi-
nales cuarto, quinto y sexto, la sentencia de la Corte de Ape-
lación de San Cristóbal, de fecha once de julio de mil nove-
cientos cuarenta, cuyo dispositivo ha sido copiado en otro lu-
gar del presente fallo, y envía el asunto á la Corte de Ape-lación de Ciudad Trujillo: Segundo: compensa to!-almen'e 
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las costas entre las partes, para que cada una soporte las su-
fragadas por ella. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Franco. 
—Eudaldo Troncoso de la C.— T. Pérez Nolasco.— A. Ace-
vedo.— F. Tavares hijo.— Eug. A. Alvarez-Secretario Ge- 

neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico. 
—(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Jua Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Rafael Cas-
tro Rivera, Segundo Sustituto de Presidente; Eudaldo Tron-
coso de la Concha, José Pérez Nolasco, Agustín Acevedo y 
Froilán Tavares hijo, asistidos del infrascrito Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día quince del r les de 
mayo de mil novecientos cuarenta y dos, ario 99o. de la In-
dependencica, 79o. de la Restauración y 120, de la Era de 
Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Corte de Ca- 

, sación, la sentencia siguiente: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 

Luis Duncan, mayor de edad, soltdo, empleado de comercio, 
domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la 
cédula personal de identidad No. 1298, Serie 1, sello No. 367, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, 
de fecha doce de enero de mil novecientos cuarenta y dos; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a quo, en fecha dieciseis de enero de mil 
noveciento cuarenta y dos; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
Oido el Doctor Julio Rómulo Mejía Santana, portador 

de la cédula personal de identidad No. 1133, Serie 23, reno-
vada con el Sello No. 3080, abogado del recurrente, quien 
presentó un Memorial de Casación y dió lectura a sus con-
clusiones; 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dicta-
men; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 2 y 10 de la Ley No. 1051 y 
71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que constan en la sentencia impugnada, 
los hechos que á continuación se exponen: que el día trece 
de octubre de mil novecientos cuarenta y uno, María Olmos, 
presentó ante la Policía Nacional una querella contra el 
nombrado Luis Duncan, por violación a la Ley 1051, en per-
juicio del menor Luis Antonio, que alega tener procreado 
con ella; que habiendo sido tramitado el asunto por ante la 
Alcaldía de la Primera Circunscripción del Distrito de San-
to Domingo, y en vista de haber negado allí la paternidad 
del menor, el nombrado Luis Duncan, el Alcalde envió el ex-
pediente al Procurador Fiscal, para los fines de Ley; que ci-
tado el inculpado ante el Juzgado de Primera Instancia (Cá-
mara Penal) del Distrito de Santo Domingo, después, de 

,cumplidas las formalidades legales, éste pronunció, con fe-
cha veintinueve de noviembre de mil novecientos cuarenta y 
uno, la sentencia cuyo es el siguiente dispositivo: "FALLA: 
—1o.—Declara al nombrado Luis Ducan, cuyas generales 
constan, padre del menor Luis Antonio, de nueve meses de 
edad, quien fué presentado en el plenario, que tiene procrea-
do con la señora María Olmos; —20.— Declara al mismo 
nombrado Luis Ducan, culpable de haber cometido el delito 
de violación a la Ley No. 1051, en perjuicio de su hijo Luis 
Antonio, de nueve meses de edad, y p consiguiente menor 
de 18 dios, que tiene procreado ora María Olmos, 

294 
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las costas entre las partes, para que cada una soporte las su-
fragadas por ella. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Franco. 
--Eudaldo Troncos° de la C.— T. Pérez Nolasco.— A. Ace-
vedo.— F. Tavares hijo.— Eug. A. Alvarez-Secretario Ge- 

neral. 

La presente sentencia ha sido 'dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico. 

—(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juatt Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Rafael Cas-
tro Rivera, Segundo Sustituto de Presidente; Eudaldo Tron-
coso de la Concha, José Pérez Nolasco, Agustín Acevedo y 
Froilán Tavares hijo, asistidos del infrascrito Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día quince del r ies de 
mayo de mil novecientos cuarenta y dos, ario 99o. de la In-
dependencica, 79o. de la Restauración y 120. de la Era de 
Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Corte de Ca- 

. sación, la sentencia siguiente: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 

Luis Duncan, mayor de edad, sondo, empleado de comercio, 
domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la 
cédula personal de identidad No. 1298, Serie 1, sello No. 367, 

contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, 
de fecha doce de enero de mil novecientos cuarenta y dos; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a quo, en fecha dieciseis de enero de mil 
noveciento cuarenta y dos; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
Oido el Doctor Julio Rómulo Mejía Santana, portador 

de la cédula personal de identidad No. 1133, Serie 23, reno-
vada con el Sello No. 3080, abogado dell recurrente, quien 
presentó un Memorial de Casación y dió lectura a sus con-
clusiones; 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dicta-
men; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 2 y 10 de la Ley No. 1051 y 
71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que constan en la sentencia impugnada, 
los hechos que á continuación se exponen: que el día trece 
de octubre de mil novecientos cuarenta y uno, María Olmos, 
presentó ante la Policía Nacional una querella contra el 
nombrado Luis Duncan, por violación a la Ley 1051, en per-
juicio del menor Luis Antonio, que alega tener procreado 
con ella; que habiendo sido tramitado el asunto por ante la 
Alcaldía de la Primera Circunscripción del Distrito de San-
to Domingo, y en vista de haber negado allí la paternidad 
del menor, el nombrado Luis Duncan, el Alcalde envió el ex-
pediente al Procurador Fiscal, para los fines de Ley; que ci-
tado el inculpado ante el Juzgado de Primera Instancia (Cá-
mara Penal) del Distrito de Santo Domingo, después, de 

,cumplidas las formalidades legales, éste pronunció, con fe-
cha veintinueve de noviembre de mil novecientos cuarenta y 
uno, la sentencia cuyo es el siguiente dispositivo: "FALLA: 
—1o.--Declara al nombrado Luis Ducan, cuyas generales 
constan, padre del menor Luis Antonio, de nueve meses de 
edad, quien fué presentado en el plenario, que tiene procrea-
do con la señora María Olmos; —20.-- Declara al mismo 
nombrado Luis Ducan, culpable de haber cometido el delito 
de violación a la Ley No. 1051, en perjuicio de su hijo Luis 
Antonio, de nueve meses de edad, y po consiguiente menor 
de 18 años, que tiene procreado ora María Olmos, 
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las costas entre las partes, para que cada una soporte las su-
fragadas por ella. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Franco. 
—Eudaldo Troncos° de la C.— T. Pérez Nolasco.— A. Ace-
vedo.— F. Tavares hijo.— Eug. A. Alvarez-Secretario Ge- 

neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico. 
—(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
JuaiTomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Rafael Cas-
tro Rivera, Segundo Sustituto de Presidente; Eudaldo Tron-
coso de la Concha, José Pérez Nolasco, Agustín Acevedo y 
Froilán Tavares hijo, asistidos del infrascrito Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día quince del r Les de 
mayo de mil novecientos cuarenta y dos, ario 99o. de la In-
dependencica, 79o. de la Restauración y 120. de la Era de 
Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Corte de Ca- 

. ración, la sentencia siguiente: 
Sobre el recurso de casación interpuesto por el Señor 

Luis Duncan, mayor de edad, soltdo, empleado de comercio, 
domiciliado y residente en Ciudad Trujillo, portador de la 
cédula personal de identidad No. 1298, Serie 1, sello No. 367, 
contra sentencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, 
de fecha doce de enero de mil novecientos cuarenta y dos; 
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Corte a quo, en fecha dieciseis de enero de mil 
noveciento cuarenta y dos; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
Oido el Doctor Julio Rómulo Mejía Santana, portador 

de la cédula personal de identidad No. 1133, Serie 23, reno-
vada con el Sello No. 3080, abogado del recurrente, quien 
presentó un Memorial de Casación y dió lectura a sus con-
clusiones; 

Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dicta-
men; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 1, 2 y 10 de la Ley No. 1051 y 
71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que constan en la sentencia impugnada, 
los hechos que á continuación se exponen: que el día trece 
de octubre de mil novecientos cuarenta y uno, María Olmos, 
presentó ante la Policía Nacional una querella contra el 
nombrado Luis Duncan, por violación a la Ley 1051, en per-
juicio del menor Luis Antonio, que alega tener procreado 
con ella; que habiendo sido tramitado el asunto por ante la 
Alcaldía de la Primera Circunscripción del Distrito de San-
to Domingo, y en vista de haber negado allí la paternidad 
del menor, el nombrado Luis Duncan, el Alcalde envió el ex-
pediente al Procurador Fiscal, para los fines de Ley; que ci-
tado el inculpado ante el Juzgado de Primera Instancia (Cá-
mara Penal) del Distrito de Santo Domingo, después, de 

,cumplidas las formalidades legales, éste pronunció, con fe-
cha veintinueve de noviembre de mil novecientos cuarenta y 
uno, la sentencia cuyo es el siguiente dispositivo: "FALLA: 
—lo.—Declara al nombrado Luis Ducan, cuyas generales 
constan, padre del menor Luis Antonio, de nueve meses de 
edad, quien fué presentado en el plenario, que tiene procrea-
do con la señora María Olmos; —2o.— Declara al mismo 
nombrado Luis Ducan, culpable de haber cometido el delito 
de violación a la Ley No. 1051, en perjuicio de su hijo Luis 
Antonio, de nueve meses de edad, p consiguiente menor 
de 18 años, que tiene procreado ora María Olmos, 

294 



BOLETIN JUDICIAL BOUM- 296 297 

y en consecuencia, lo condena a sufrir la pena de un año de 
prisión correccional y al pago de las costas;— 3o.— Esta-
blece que el prevenido Luis Ducan, le pase a la señora María 
Olmos, la suma de seis pesos mensuales, pagaderos por mes 
adelantado, como pensión alimenticia de su hijo menor de 
dieciocho años de edad, que tiene procreado con ella", que, 
apoderada la Corte de Apelación de San Cristóbal del asun-
to, según acta de apelación interpuesta por el inculpado en 
fla misma fecha de su condenación, fué fijada la vista de la 
causa para el día nueve de enero de mil novecientos cuaren-
ta y dos; y el día doce de ese mismo mes y año, dicha Corte 
dictó sentencia, por cuyo dispositivo "Falla: Primero: Con-
firma la sentencia apelada, dictada en atribuciones correc-
cionales por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, el día veinti-
nueve de noviembre del año mil novecientos cuarentiuno, 
que condena al prevenido Luis Duncan. cuyas generales 
constan, a la pena de un año de prisión correccional y al pa-
go de las costas, por el delito de violación de la ley Núm. 1051, 
en perjuicio de su hijo menor Luis Antonio, de nueve meses 
de edad, que tiene procreado con María Olmos; y fija en la 
cantidad de seis pesos ($6.00), moneda de curso legal, la 
pensión alimenticia mensual que deberá pasarle a la madre 
querellante, para subvenir a las necesidades del referido me-
nor; y Segundo: Condena a dicho prevenido al pago de las 
costas del presente recurso"; 

Considerando, que en tiempo hábil, el inculpado decla-
ró ante la Secretaría de esa Corte que interponía recurso de 
casación contra dicha sentencia, y "que los medios de su re-
curso los depositará oportunamente, por conducto de su abo-
gado cuando este haya podido ver inextenso la sentencia re-
currida"; 

Considerando, que en el memorial depositado en la au-
diencia pública fijada por la Suprema Corte de Justicia/pa-
ra conocer de este recurso, se alegó que la sentencia impug-
nada ha violado: Primero, el artículo 27 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, en sus incisos 2 y 5, y Segundo, • 
el artículo 10 de la Ley No. 1051, aparte de adolecer del vicio 
de falta de base legal; 

Considerando, en cuanto a la primera de las violacio-
nes alegadas: que el recurrente afirma, que él sostuvo ante 
la Corte de Apelación que la paternidad del niño que se le 
imputada, no podía atribuírsele, en razón de que entre la fe-
cha de su primer contacto sexual con la querellante y el día 
de su alumbramiento no había transcurrido el plazo normal 
del embarazo, y que la Corte, para responder a esa alega-
ción, solo se limita a considerar la existencia de excepciones 
que modifican por los dos extremos la duración de la gesta-
ción, y que existen partos prematuros normales, sin especi-
ficar las razones que pudieron inducirla a descontar la cues-
tión sometídale; 

Considerando, que el artículo 26 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación indica las personas que pueden pedir 
la casación de una sentencia en materia penal y entre éstas 
figura el condenado; que según el artículo 27 de la misma 
ley en su inciso 2o. tal pedimento puede ser hecho, "cuando 
se hubiere omitido o rehusado pronunciar, ya con respecto 
a uno ó varios pedimentos del acusado, de la parte civil ó de 
las personas civilmente responsables"; y de acuerdo con el 
párrafo 5o., del mismo artículo, también habrá lugar á ca-
sación "cuando la sentencia no contenga los motivos"; que., 
por lo tanto, es procedente examinar la sentenci a  en el sen-
tido de determinar si se ha incurrido en la violación de esas 
previsiones de la Ley; 

Considerando, que se establece en la sentencia impugna-
da, tanto la fecha en que iniciaron relaciones sexuales Luis 
Duncan y la querellante, como la del alumbramiento; y así 
mismo se hace referencia a las dificultades existentes para 
determinar el comienzo de la gestación, expresando igual-
mente que son problemáticos los cálculos para determinar 
de modo preciso la duración del embarazo; y luego de exten-
derse en ese orden de ideas, se considera que es razonable 
presumir que el niño Luis Antonio, nacido solamente diez y 
siete días antes del plazo de 270 días en que se fija ordina-
riamente el término de la gestación, es hijo del procesado 
Luis Duncan; que al decidirlo así, y exponer claramente los 
fundamentos de esa decisión, la sentencia impugnada está 
suficientemente motivada, y decidió acerca de la cuestión 
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y en consecuencia, lo condena a sufrir la pena de un año de 
prisión correccional y al pago de las costas;— 30.— Esta-
blece que el prevenido Luis Ducan, le pase a la señora María 
Olmos, la suma de seis pesos mensuales, pagaderos por mes 
adelantado, como pensión alimenticia de su hijo menor de 
dieciocho años de edad, que tiene procreado con ella", que, 
apoderada la Corte de Apelación de San Cristóbal del asun-
to, según acta de apelación interpuesta por el inculpado en 
fla misma fecha de su condenación, fué fijada la vista de la 
causa para el día nueve de enero de mil novecientos cuaren-
ta y dos; y el día doce de ese mismo mes y año, dicha Corte 
dictó sentencia, por cuyo dispositivo "Falla: Primero: Con-
firma la sentencia apelada, dictada en atribuciones correc-
cionales por la Cámara Penal del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Santo Domingo, el día veinti-
nueve de noviembre del año mil novecientos cuarentiuno, 
que condena al prevenido Luis Duncan. cuyas generales 
constan, a la pena de un año de prisión correccional y al pa-
go de las costas, por el delito de violación de la ley Núm. 1051, 
en perjuicio de su hijo menor Luis Antonio, de llueve meses 
de edad, que tiene procreado con María Olmos; y fija en la 
cantidad de seis pesos ($6.00), moneda de curso legal, la 
pensión alimenticia mensual que deberá pasarle a la madre 
querellante, para subvenir a las necesidades del referido me-
nor; y Segundo: Condena a dicho prevenido al pago de las 
costas del presente rteurso"; 

Considerando, que en tiempo hábil, el inculpado decla-
ró ante la Secretaría de esa Corte que interponía recurso de 
casación contra dicha sentencia, y "que los medios de su re-
curso los depositará oportunamente, por conducto de su abo-
gado cuando este haya podido ver inextenso la sentencia re-
currida"; 

Considerando, que en el memorial depositado en la au-
diencia pública fijada por la Suprema Corte de Justicia/pa-
ra conocer de este recurso, se alegó que la sentencia impug-
nada ha violado: Primero, el artículo 27 de la Ley sobre 
Procedimiento de Casación, en sus incisos 2 y 5, y Segundo, 
el ertículo 10 de la Ley No. 1051, aparte de adolecer del vicio 
de falta de base legal; 

Considerando, en cuanto a la primera de las violacio-
nes alegadas: que el recurrente afirma, que él sostuvo ante 
la Corte de Apelación que la paternidad del niño que se le 
imputada, no podía atribuírsele, en razón de que entre la fe-
cha de su primer contacto sexual con la querellante y el día 
de su alumbramiento no había transcurrido el plazo normal 
del embarazo, y que la Corte, para responder a esa alega-
ción, solo se limita a considerar la existencia de excepciones 
que modifican por los dos extremos la duración de la gesta-
ción, y que existen partos prematuros normales, sin especi-
ficar las razones que pudieron inducirla a descontar la cues-
tión sometídale; 

Considerando, que el artículo 26 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación indica las personas que pueden pedir 
la casación de una sentencia en materia penal y entre éstas 
figura el condenado; que según el artículo 27 de la misma 
ley en su inciso 2o. tal pedimento puede ser hecho, "cuando 
se hubiere omitido o rehusado pronunciar, ya con respecto 
a uno ó varios pedimentos del acusado, de la parte civil ó de 
las personas civilmente responsables"; y de acuerdo con el 
párrafo 5o., del mismo artículo, también habrá lugar á ca-
sación "cuando la sentencia no contenga los motivos"; qm ., 
por lo tanto, es procedente examinar la sentencia en el sen-
tido de determinar si se ha incurrido en la violación de esas 
previsiones de la Ley; 

Considerando, que se establece en la sentencia impugna-
da, tanto la fecha en que iniciaron relaciones sexuales Luis 
Duncan y la querellante, como la del alumbramiento; y así 
mismo se hace referencia a las dificultades existentes para 
determinar el comienzo de la gestación, expresando igual-
mente que son problemáticos los cálculos para determinar 
de modo preciso la duración del embarazo; y luego de exten-
derse en ese orden de ideas, se considera que es razonable 
presumir que el niño Luis Antonio, nacido solamente diez y 
siete días antes del plazo de 270 días en que se fija ordina-
riamente el término de la gestación, es hijo del procesado 
Luis Duncan; que al decidirlo así, y exponer claramente los 
fundamentos de esa decisión, la sentencia impugnada está 
suficientemente motivada, y decidió acerca de la cuestión 
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que le fué sometida, no incurriendo en consecuencia, en la 
violación alegada por el recurrente; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, por el cual 
se alega la falta de base legal, y la violación del artículo 10 
de la Ley 1051, por ser, a su juicio, inconsistentes las pre-
sunciones derivadas del notable parecido del niño con su pre-
sunto padre, y del hecho de que no le guía a la madre un es-
píritu de lucro; 

Considerando, que el artículo 10 de la Ley 1051 dispo-
ne que„ "una posesión de estado bien notoria, cualquier he-
cho incontestable, concluyente 6 razonable relativo a la pa, 
ternidad que se investigue, podrá servir de prueba; y el Tri-
bunal Correccional decidirá definitivamente de acuerdo con 
los hechos"; que la amplia facultad de este modo conferida 
a los jueces del hecho, y la misma que se le concede para de-
rivar ciertas presunciones, fueron las que determinaron a la 
Corte de Apelación, á decidirse en la forma en que se ha di-
cho, al adquirir el convencimiento respecto a la paternidad 
que había sido negada por Duncan; que al decidirlo así, su 
sentencia tiene su apoyo en los hechos establecidos y en la 
ley, y por consiguiente no ha incurrido en el vicio alegado, 
ni violado, en consecuencia, el artículo 10 de la referida Ley 
1051; 

Considerando, que por otra parte, la Corte ha estableci-
do, con justeza, que la negativa de paternidad debe ser asi-
milada a la negativa de cumplir con las deberes de padre, y 
que, además, la sentencia es regular en la forma; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Señor Luis Duncan, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha 
doce de enero de mil novecientos cuarenta y dos, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y 
Segundo: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co.— Raf. Castro Rivera.— Eudaldo Troncoso de la C.— 
J. Pérez Nolasco.— A. Acevedo.— F. Tavares hijo.— Eug. 

A. Alvarez-Secretario General. 

BOLETIN JUDICIAL 	 299 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(,Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Rafael Cas-
tro Rivera, Segundo Sustituto de Presidente; Eudaldo Tron-
coso de la Concha, José Pérez Nolasco, Agustín Acevedo y 
Froilán Tavares hijo, asistidos del infrascrito Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día veintidós del mes 
de mayo de mil novecientos cuarenta y dos, año 99o. de la 
Independencia, 79o. de la Restauración y 13o. de la Era de 
Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombra-
do Confesor Cedeño Sánchez, de 35 años de edad, casado, da 
miciliado y residente en Chavón Abajo, sección de la común 
de Higüey, portador de la cédula personal de identidad No. 
239, Serie 28, contra sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial del Seybo, de fecha doce de di-
ciembre de mil novecientos cuarenta y uno; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del mencionado Juzgado de Primera Instancia, en 
fecha doce de diciembre del año mil novecientos cuarenta y 
uno; 

Oido el Magistrado Juez Relatar; 
Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-

, Lcdo. Pablo M. Paulino, en la lectura de su dictamen; 
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que le fué sometida, no incurriendo en consecuencia, en la 
violación alegada por el recurrente; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, por el cual 
se alega la falta de base legal, y la violación del artículo 10 
de la Ley 1051, por ser, a su juicio, inconsistentes las pre-
sunciones derivadas del notable parecido del niño con su pre-
sunto padre, y del hecho de que no le guía a la madre un es-
píritu de lucro; 

Considerando, que el artículo 10 de la Ley 1051 dispo-
ne que„ "una posesión de estado bien notoria, cualquier he-
cho incontestable, concluyente ó razonable relativo a la pa-
ternidad que se investigue, podrá servir de prueba; y el Tri-
bunal Correccional decidirá definitivamente de acuerdo con 
los hechos"; que la amplia facultad de este modo conferida 
a los jueces del hecho, y la misma que se le concede para de-
rivar ciertas presunciones, fueron las que determinaron a la 
Corte de Apelación, á decidirse en la forma en que se ha di-
cho, al adquirir el convencimiento respecto a la paternidad 
que había sido negada por Duncan; que al decidirlo así, su 
sentencia tiene su apoyo en los hechos establecidos y en la 
ley, y por consiguiente no ha incurrido en el vicio alegado, 
ni violado, en consecuencia, el artículo 10 de la referida Ley 
1051; 

Considerando, que por otra parte, la Corte ha estableci-
do, con justeza, que la negativa de paternidad debe ser asi-
milada a la negativa de cumplir con los deberes de padre, y 
que, además, la sentencia es regular en la forma; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Señor Luis Duncan, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha 
doce de enero de mil novecientos cuarenta y dos, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y 
Segundo: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co.— Raf.  . Castro Rivera.— Eudaldo Troncoso de la C.—
J. Pérez Nolasco.— A. Acevedo.— F. Tavares hijo.— Eug. 
A. Alvarez-Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(,Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Rafael Cas-
tro Rivera, Segundo Sustituto de Presidente; Eudaldo Tron-
coso de la Concha, José Pérez Nolasco, Agustín Acevedo y 
Froilán Tavares hijo, asistidos del infrascrito Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día veintidós del mes 
de mayo de mil novecientos cuarenta y dos, año 99o. de la 
Independencia, 79o. de la Restauración y 13o. de la Era de 
Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombra-
do Confesor Cedeño Sánchez, de 35 años de edad, casado, do-
miciliado y residente en Chavón Abajo, sección de la común 
de Higüey, portador de la cédula personal de identidad No. 
239, Serie 28, contra sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial del Seybo, de fecha doce de di-
ciembre de mil novecientos cuarenta y uno; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del mencionado Juzgado de Primera Instancia, en 
fecha doce de diciembre del año mil novecientos cuarenta y 
uno; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-

Lcdo. Pablo M. Paulino, en la lectura de su dictamen; 
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que le fué sometida, no incurriendo en consecuencia, en la 
violación alegada por el recurrente; 

Considerando, en cuanto al segundo medio, por el cual 
se alega la falta de base legal, y la violación del artículo 10 
de la Ley 1051, por ser, a su juicio, inconsistentes las pre-
sunciones derivadas del notable parecido del niño con su pre-
sunto padre, y del hecho de que no le guía a la madre un es-
píritu de lucro; 

Considerando, que el artículo 10 de la Ley 1051 dispo-
ne que„ "una posesión de estado bien notoria, cualquier he-
cho incontestable, concluyente 6 razonable relativo a la pa-
ternidad que se investigue, podrá servir de prueba; y el Tri-
bunal Correccional decidirá definitivamente de acuerdo con 
los hechos"; que la amplia facultad de este modo conferida 
a los jueces del hecho, y la misma que se le concede para de-
rivar ciertas presunciones, fueron las que determinaron a la 
Corte de Apelación, á decidirse en la forma en que se ha di-
cho, al adquirir el convencimiento respecto a la paternidad 
que había sido negada por Duncan; que al decidirlo así, su 
sentencia tiene su apoyo en los hechos establecidos y en la 
ley, y por consiguiente no ha incurrido en el vicio alegado, 
ni violado, en consecuencia, el artículo 10 de la referida Ley 
1051; 

Considerando, que por otra parte, la Corte ha estableci-
do, con justeza, que la negativa de paternidad debe ser asi-
milada a la negativa de cumplir con los deberes de padre, y 
que, además, la sentencia es regular en la forma; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Señor Luis Duncan, contra sen-
tencia de la Corte de Apelación de San Cristóbal, de fecha 

doce de enero de mil novecientos cuarenta y dos, cuyo dis-
positivo ha sido copiado en otro lugar del presente fallo, y 
Segundo: condena al recurrente al pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co.— Raf. Castro Rivera.— Eudaldo Troncoso de la C.— 

J . Pérez Nolasco.— A. Acevedo.— F. Tavares hijo.— Eug. 
A. Alvarez-Secretario General. 
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Rafael Cas-
tro Rivera, Segundo Sustituto de Presidente; Eudaldo Tron-
coso de la Concha, José Pérez Nolasco, Agustín Acevedo y 
Froilán Tavares hijo, asistidos del infrascrito Secretario 
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo, el día veintidós del mes 
de mayo de mil novecientos cuarenta y dos, año 99o. de la 
Independencia, 79o. de la Restauración y 13o. de la Era de 
Trujillo, ha dictado en audiencia pública, como Corte de Ca-
sación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombra-
do Confesor Cedeño Sánchez, de 35 años de edad, casado, do-
miciliado y residente en Chavón Abajo, sección de la común 
de Higüey, portador de 4a cédula personal de identidad No. 
239, Serie 28, contra sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial del Seybo, de fecha doce de di-
ciembre de mil novecientos cuarenta y uno; 

Vista el acta del recurso de casación levantada en la 
Secretaría del mencionado Juzgado de Primera Instancia, en 
fecha doce de diciembre del año mil novecientos cuarenta y 
uno; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-

Lcdo. Pablo M. Paulino, en la lectura de su dictamen; 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 2o. de la Ley No. 1426 de fecha 
11 de diciembre de 1937, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando, que en fecha doce de diciembre de mil 
novecientos cuarenta y uno, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial del Seybo, en sus atribuciones co-
rreccionales, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA :- Primero: que debe declarar como en efecto de-
clara regular y válido el recurso de apelación deducido por 
el inculpado CONFESOR CEDEÑO SANCHEZ. contra sen-
tencia de la Alcaldía Comunal de Higüey, de fecha 24 del 
mes de Noviembre del año en curso, que lo condenó a sufrir 
30 días de prisión correccional, al pago de una multa de 
DIEZ PESOS, moneda de curso legal ($10.00) y en las cos-
tas, por inferir una herida voluntaria al señor Ismael Be-
rroa, por haberse intentado dicho recurso dentro del plazo 
del artículo 11 de da Ley 1014 y con sujeción a la prestación 
de fianza que instituye la Ley 1426;— Segundo: que juzgan-
do de nuevo el hecho sobre este recurso de alzada, y conside-
rando al dicho inculpado Confesor Cedeño Sánchez, convicto 
de haber inferido una herida voluntaria al señor Ismael Be-
rroa, del género de las que prevee el párrafo 1 del artículo 
311 reformado del Código Penal, debe confirmar y confir-
ma en todas sus partes la sentencia apelada, condenando al 
recurrente en las costas de esta alzada"; 

Considerando, que el mismo día doce de diciembre de 
mil novecientos cuarenta y uno, compareció el nombrado 
Confesor Cedeño Sánchez y declaró que interponía formal re-
curso de casación contra la supradicha sentencia, fundándo-
se en que en ella "se han violado los artículos 309, 311 modi-
ficado por la Ley No. 312, y 320 del Código Penal, ya que la 
Alcaldía de Higüey no era competente para juzgar el delito 
de heridas por el cual le condenó y este Tribunal la confir-
ma", de todo lo cual, se levantó la correspondiente acta; 

Considerando, que el artículo 2 de la Ley No. 1426 de 
fecha 11 de diciembre de 1937, dice así: "Serán inadmisibles 
los recursos de apelación o de casación en materia penad, 
contra las sentencias que impongan condenaciones de prisión 
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correccional no mayor de tres meses o multa no mayor de 
de cincuenta pesos, o ambas penas hasta los límites ya indi-
cados, si no se justifica haber consignado en la Colecturía 
de Rentas Internas o Tesorería Municipal correspondiente, 
la suma de treinta pesos como fianza destinada al pago de 
las costas procesales, si el recurrente sucumbiese en su re-
curso"; 

Considerando, que en el presente caso, en que se trata 
de una condenación á prisión correccional no mayor da tres 
meses y á una multa no mayor de cincuenta pesos, la condi-
ción indispensable para la admisibilidad del recurso de casa-
ción, es el depósito de la fianza de treinta pesos a que se re-
fiere el susodicho artículo de la expresada ley; que no cons-
tando en ninguna parte del expediente, que el recurrente ha-
ya cumplido con esa formalidad, es procedente, sin que se 
pueda hacer otro examen, y por esa sola circunstancia, que 
el presente recurso de casación sea declarado inadmisible, y 
el recurrente sea condenado al pago de las costas; 

Por tales motivos, Primero: declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por el inculpado Confesor Ce-
deño Sánchez, de generales anotadas, contra la sentencia 
pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial del Seybo, de fecha doce de diciembre de mil no-
vecientos cuarenta y uno, cuyo dispositivo figura en otra 
parte de esta sentencia, y Segundo: condena al recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co.— Raf. Castro Rivera.— Eudaldo Troncos() de la C.— J. 
Pérez Nolasco.— A. Acevedo.— F. Tavares hijo.— Eug. 
A. Alvarez-Secretario General. 

La  presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
• Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leida y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 2o. de la Ley No. 1426 de fecha 
11 de diciembre de 1937, y lo. y 71 de la Ley sobre Procedi-
miento de Casación; 

Considerando, que en fecha doce de diciembre de mil 
novecientos cuarenta y uno, el Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial del Seybo, en sus atribuciones co-
rreccionales, dictó una sentencia cuyo dispositivo dice así: 
"FALLA:- Primero: que debe declarar como en efecto de-
clara regular y válido el recurso de apelación deducido por 
el inculpado CONFESOR CEDEÑO SANCHEZ, contra sen-
tencia de la Alcaldía Comunal de Higüey, de fecha 24 del 
mes de Noviembre del año en curso, que lo condenó a sufrir 
30 días de prisión correccional, al pago de una multa de 
DIEZ PESOS, moneda de curso legal ($10.00) y en las cos-
tas, por inferir una herida voluntaria al señor Ismael Be-
rroa, por haberse intentado dicho recurso dentro del plazo 
del artículo 11 de la Ley 1014 y con sujeción a la prestación 
de fianza que instituye la Ley 1426;— Segundo: que juzgan-
do de nuevo el hecho sobre este recurso de alzada, y conside-
rando al dicho inculpado Confesor Cedeño Sánchez, convicto 
de haber inferido una herida voluntaria al señor Ismael Be-
rroa, del género de las que prevee el párrafo 1 del artículo 
311 reformado del Código Penal, debe confirmar y confir-
ma en todas sus partes la sentencia apelada, condenando al 
recurrente en las costas de esta alzada"; 

Considerando, que el mismo día doce de diciembre de 
mil novecientos cuarenta y uno, compareció el nombrado 
Confesor Cedeño Sánchez y declaró que interponía formal re-
curso de casación contra la supradicha sentencia, fundándo-
se en que en ella "se han violado los artículos 309, 311 modi-
ficado por la Ley No. 312, y 320 del Código Penal, ya que la 
Alcaldía de Higüey no era competente para juzgar el delito 
de heridas por el cual le condenó y este Tribunal la confir-
ma", de todo lo cual, se levantó la correspondiente acta; 

Considerando, que el artículo 2 de la Ley No. 1426 de 
fecha 11 de diciembre de 1937, dice así: "Serán inadmisibles 
los recursos de apelación o de casación en materia penafi, 
contra las sentencias que impongan condenaciones de prisión 
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correccional no mayor de tres meses o multa no mayor de 
de cincuenta pesos, o ambas penas hasta los límites ya indi-
cados, si no se justifica haber consignado en la Colecturía 
de Rentas Internas o Tesorería Municipal correspondiente, 
la suma de treinta pesos como fianza destinada al pago de 
las costas procesales, si el recurrente sucumbiese en su re-
curso" ; 

Considerando, que en el presente caso, en que se trata 
de una condenación á prisión correccional no mayor da tres 
meses y á una multa no mayor de cincuenta pesos, la condi-
ción indispensable para la admisibilidad del recurso de casa-
ción, es el depósito de la fianza de treinta pesos a que se re-
fiere el susodicho artículo de la expresada ley; que no cons-
tando en ninguna parte del expediente, que el recurrente ha-
ya cumplido con esa formalidad, es procedente, sin que se 
pueda hacer otro examen, y por esa sola circunstancia, que 
el presente recurso de casación sea declarado inadmisible, y 
el recurrente sea condenado al pago de las costas; 

Por tales motivos, Primero: declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por el inculpado Confesor Ce-
deño Sánchez, de generales anotadas, contra la sentencia 
pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia del Distri-
to Judicial del Seybo, de fecha doce de diciembre de mil no-
vecientos cuarenta y uno, cuyo dispositivo figura en otra 
parte de esta sentencia, y Segundo: condena al recurrente al 
pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co.— Raf. Castro Rivera.— Eudaldo Troncoso de la C.— J. 
Pérez Nolasco.— A. Acevedo.— F. Tavares hijo.— Eug. 
A. Alvarez-Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
• Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
Mida y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Rafael Cas-
tro Rivera, Segundo Sustituto de Presidente; Eudaldo Tron-
coso de la Concha, José Pérez Nolasco, Agustín Acevedo y 
Froilán Tavares hijo, asistidos del infrascrito Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad Tru-
jillo, Distrito de Santo Domingo, el día veintiseis del mes de 
mayo de mil novecientos cuarenta y dos, año 99o. de la Inda-
pendencia, 79o. de la Restauración y 13o. de la Era de Tru-
jillo, ha dictado en audiencia pública, como Corte de Casa-
ción, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Magis-
trado Procurador General de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal, contra sentencia de la misma Corte, de fecha cin-
co de diciembre de mil novecientos cuarenta y uno, en la 
causa seguida á Luis Fiorentino; 

Vista el acta de declaración del recurso de casación, le-
vantada en la Secretaría de, la mencionada Corte, en fecha 
ocho de diciembre de mil novecientos cuarenta y uno; 

Oido el Magistrado Juez Relator; 
Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli-

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dicta-
men; 

La Suprema Corte de Justicia, , después de haber delibe-
rado y vistos los artículos lo., 2o., 3o., 4o. y 5o. de la Orden 
Ejecutiva No. 312 de fecha lo. de julio de 1919;- 

Considerando, que en la sentencia impugnada constan, 
esencialmente, los hechos siguientes: a), que en fecha vein-
tinueve de septiembre del año mil novecientos cuarenta y 
uno, el Comandante del Departamento Este de la Policía Na-
cional sometió por ante el Magistrado Procurador Fiscal del 
Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, al nombrado Luis 
Fiorentino Hernández, bajo la inculpación de ser autor del 

delito de usura previsto en la Orden Ejecutiva No. 312; b), 
que el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial-
de San Pedro de Macorís conoció del taso, y por sentencia 
de fecha treinta y uno del mes de octubre del año mil nove-
cientos cuarenta y uno, condenó a Luis Fiorentino á seis 
días de prisión correccional, $20 de multa y pago de costas, 
"por el delito de ejercer habitualmente la usura"; c), que no 
conforme con la antedicha sentencia, el condenado Luis Fio-
rentino, interpuso "en tiempo hábil" contra la misma recur-
so de alzada, por ante la Corte de Apelación de San Cristó-
bal; d), que la expresada Corte de Apelación conoció del re-
curso interpuesto por Fiorentino, en la audiencia pública del 
día cuatro de diciembre del año mil novecientos cuarentiuno; 
y por sentencia de fecha cinco del mismo mes y año, lo falló 
de la siguiente manera : "Primero: revoca la sentencia ape-
lada, dictada en atribuciones correccionales por el Juzgado 
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de 
Macorís, el día treinta y uno de octubre del presente año 
(1941) •— Segundo: obrando por propia autoridad, descar-
ga al nombrado Luis Fiorentino de 48 años de edad, casado, 
dueño de una casa dé compra-venta, dominicano, portador 
de la cédula personal de identidad Número 2335, serie 23, 
domiciliado y residente en la ciudad de San Pedro de Maco-
rís, del delito de usura que se le imputa, por insuficiencia de 
pruebas; y Tercero: Declara de oficio las costas"; 

Considerando, que contra esta última sentencia inter-
puso recurso de casación el Magistrado Procurador General 
de la Corte de Apelación de San Cristóbal, fundando dicho 
recurso en que "se han violado los artículos lo., 2o., 3o., 4o. 
y 5o. de la Orden Ejecutiva No. 312"; 

Considerando, que en materia de usura es de doctrina y 
de jurisprudencia, que si un hecho de esta naturaleza se ha 
realizado dentro de los tres años que preceden á la persecu-
ción, todos los demás hechos anteriores de usura, aún cuan-
do su perpetración se remonte á más de tres años, pueden 
ser retenidos para constituir el delito de usura, siempre que 
los hechos usurarios antiguos no estén separados de los he-
chos subsiguientes por un intervalo mayor de tres años; 
Pues el referido intervalo de más de tres años, una vez trans- 
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currido, excluye el hábito, elemento indispensable para la 
existencia del delito de usura; 

Considerando, que la Corte de Apelación de San Cris-
tóbal, después de comprobar, por la propia declaración del 
querellante Victor Barrot, que las operaciones sindicadas de 
usurarias, realizadas por éste con el procesado Luis Fioren-
tino, se remontan al año mil novecientos treinta y siete, y 
aún más, que el último pago de $17 que le hiciera Barrot á 
Fiorentino tuvo lugar en el mes de octubre del año mil no-
vecientos treinta y ocho; y luego de comprobar asimismo la 
expresado Corte, por las declaraciones de los testigos Ma-
nuel Soto, Bienvenido Hernández Castillo, Pedro Díaz y Fe-
derico Jordan, que las operaciones que ellos realiza' on con 
Fiorentino se efectuaron á partir del día veintiocho de no-
viembre del año mil novecientos cuarenta, estimó, "que los 
hechos de usura revelados por el testigo Victor Barrot están 
prescritos, pues entre estos hechos y las operaciones subsi-
guientes realizadas por los demás testigos existe un interva-
lo mayor de tres años"; que, al aceptar dicha prescripción, 
la Corte de Apelación aludida, lejos de violar la ley, hizo por 
el contrario una correcta aplicación de los principios que re-

gulan la materia; 
Considerando, por otra parte, que la sentencia impug-

nada, establece también que, "en la especie las declaracio-
nes de los testigos Manuel Soto, Bienvenido Hernández Cas-
tillo, Pedro Díaz y Federico Jordán, interesados respectiva-
mente en las operaciones que han realizado con el procesa-
do, no son suficientes para justificar su culpabilidad, tanto 
más cuanto que, lejos de estar corroboradas por otros he-
chos y circunstancias de la causa, están de cierto modo desa-
creditadas por la propia declaración de Federico Jordán, 
quien no ha podido dejar de reconocer que su madre propie-
taria de la máquina de coser vendida por él, al amparo de la 
Ley No. 387 que establece las casas de compra-ventas, y Em-
peño, suplicó al inculpado Fiorentino que no vendiera dicho 
mueble, pues ella deseaba readquirirlo"; que, además, y al 
amparo del poder supremo que tienen los jueces del fondo pa-
ra apreciar el valor de las pruebas regularmente produci-
das ante ellos, la Corte a quo estimó, "que si bien es cierto 
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que la prueba de la usura puede hacerse aún con el testimo-
nio de las víctimas del delito, no es menos cierto, que los 
jueces no deben hacer uso sino con gran reserva del medio 
de prueba único que resulta de la declaración de la persona 
que ha tomado prestado"; 

Considerando, en consecuencia, que no conteniendo la 
sentencia atacada ninguna violación de la ley y siendo, por 
otra parte, regular en la forma, procede rechazar, por falta 
de fundamento legal, el presente recurso de casación inter-
puesto por el Magistrado Procurador General de la Corte de 
Apelación de San Cristóbal contra dicha sentencia, por vir-
tud de la cual se descargó á Luis Fiorentino del delito de 
usura que se le imputaba, por insuficiencia de pruebas; 

Por tales motivos, Primero: rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Magistrado Procurador General de 
la Corte de Apelación de San Cristóbal contra sentencia de 
la misma Corte, de fecha cinco del mes de diciembre del año 
mil novecientos cuarenta y uno, cuyo dispositivo figura co-
piado en otro lugar del presente fallo; Segundo: declara las 
costas de oficio. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.— Dr. T. Franco Fran-
co.— Ra.f. Castro Rivera.— Eudaldo Troncoso de la C.—
J. Pérez Nolasco.— A. Acevedo.— F. Tavares hijo.-
Eug. A. Alvarez,— Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.--
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado Juan 
Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Franco, 
Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Rafael Castro 
Rivera,' Segundo Sustituto de Presidente; Agustín Acevedo, 
José Pérez Nolasco y Froilán Tavarez hijo, asistidos del in-
frascrito Secretario General, en la Sala donde celebra sus 
audiencias, en Ciudad Trujillo, Distrito de Santo Domingo, 
el día veintiseis de mayo de mil novecientos cuarenta y dos, 
año 99o. de la Independencia, 79o. de la Restauración y 13o., 
de la Era de Trujillo, ha dictado, en audiencia pública, como 
Corte de Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el nombra- 
do Barón Cruz, mayor de edad, soltero, mecánico, residente 
en la Ciudad de La Vega, portador de la cédula personal de 
identidad No. 38323, serie 1, contra sentencia dictada, en 
fecha veintisiete de enero de mil novecientos cuarenta y dos, 
por la Corte de Apelación del Departamento de La Vega, en 
sus atribuciones criminales, cuyo dispositivo será transcri- 
to en otro lugar de la presente; 

Vista el acta del recurso de casación, levantado en la Se- 
cretaría de la referida Corte de Apelación, en fecha seis de 
febrero de mil novecientos cuarenta y dos y a requerimien-
to del susodicho Barón Cruz; 

Oido el Magistrador Juez Relator; 
Oido el Magistrado Procurador General de la Repúbli- 

ca, Licenciado Pablo M. Paulino, en la lectura de su dicta- 
men; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe- 
rado, y vistos los artículos 381, 384 modificado por la Ley 
Número 461, de fecha 17 de mayo de 1941, publicada en la 
Gaceta Oficial No. 5595, del 21.de esos mismos mes y año, y 
463 del Código Penal; 277 del Código de Procedimiento Cri-
minal; y 32, 33 y 71 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-

sación; 

Considerando que, en la sentencia que es objeto del re-
curso de casación a que se contrae el presente fallo, consta 
lo que a continuación se expone: lo. )—que, en fecha veinti-
seis de agosto de mil novecientos cuarenta y uno, "el Alcal-
de de Constanza  remitió al Magistrado Procurador Fiscal del 
Distrito Judicial de La Vega, en calidad de preso al nombra-
do Barón Cruz", de generales ya indicadas, "inculpado de 
haber cometido un robo con fractura, de noche y en casa ha-
bitada el miércoles veinte" del mencionado mes de agosto, 
"en complicidad con el nombrado Rafael Díaz Betances, quien 
no pudo ser localizado"; 2o.)— que, habiendo el expresado 
Magistrado Procurador Fiscal apoderado del caso al Magis-
trado Juez de Instruccióón del dicho Distrito Judicial, este 
último funcionario, "por su veredicto de fecha veintidos de 
Octubre de mil novecientos cuarentiuno declaró que existían 
cargos suficientes para acusar a los nombrados Barón Cruz 
y Rafael Díaz Betances (Fellito) del crimen de robo noctur-
no, en casa habitada, con fractura en perjuicio del Señor Jo-
sé Orfilio Rosado", veredicto que fué confirmado por el Ju-
rado de Oposición, el día veintiocho de octubre del referido 
año (1941) ; 3o.)— que el Juzgado de Primera Instancia del 
mencionado Distrito Judicial, así apoderado del caso, en sus 
atribuciones criminales, dictó, en fecha veintiuno de no-
viembre de mil novecientos cuarenta y uno, previa la corres-
pondiente vista de la causa, una sentencia por la cual, esen-
cialmente: A)— Declaró regular el procedimiento de contu-
macia seguido contra Rafael Díaz Betances (a) Fellito, 
B)-- Condenó a este último y a Barón Cruz "a un año de 
prisión correccional, cada uno, y ambos al pago solidado de 
las costas, por el crimen de robo nocturno, en casa habitada, 
con fractura, en perjuicio del Señor José Orfilio Rosado"; 
4(1)— que, sobre alzada interpuesta, "en tiempo útil", por 
el nombrado Barón Cruz, la vista de la causa, por ante la 
Corte de Apelación de La Vega, tuvo efecto, en audiencia 
pública, el veintisiete de enero de mil novecientos cuarenta 
Y dos, audiencia en la que: A)— El abogado de oficio de di-cho acusado concluyó pidiendo, esencialmente, que "en ca-
so de que la Corte no descargue" al referido apelante, por 
insuficiencia de pruebas, del crimen que ,se le imputa, "sea 
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haber cometido un robo con fractura, de noche y en casa ha-
bitada el miércoles veinte" del mencionado mes de agosto, 
"en complicidad con el nombrado Rafael Díaz Betances, quien 
no pudo ser localizado"; 2o.)— que, habiendo el expresado 
Magistrado Procurador Fiscal apoderado del caso al Magis-
trado Juez de Instruccióón del dicho Distrito Judicial, este 
último funcionario, "por su veredicto de fecha veintidos de 
Octubre de mil novecientos cuarentiuno declaró que existían 
cargos suficientes para acusar a los nombrados Barón Cruz 
y Rafael Díaz Betances (Fellito) del crimen de robo noctur-
no, en casa habitada, con fractura en perjuicio del Señor Jo-
sé Orfilio Rosado", veredicto que fué confirmado por el Ju-
rado de Oposición, el día veintiocho de octubre del referido 
año (1941) ; 3o.)— que el Juzgado de Primera Instancia del 
mencionado Distrito Judicial, así apoderado del caso, en sus 
atribuciones criminales, dictó, en fecha veintiuno de no-
viembre de mil novecientos cuarenta y uno, previa la corres-
pondiente vista de la causa, una sentencia por la cual, esen-
cialmente: A)— Declaró regular el procedimiento de contu-
macia seguido contra Rafael Díaz Betances (a) Fellito, y 
13)— Condenó a este último y a Barón Cruz "a un año de 
prisión correccional, cada uno, y ambos al pago solidarlb de 
las costas, por el crimen de robo nocturno, en casa habitada, 
con fractura, en perjuicio del Señor José Orfilio Rosado"; 
4o.)-- que, sobre alzada interpuesta, "en tiempo útil", por 
el nombrado Barón Cruz, la vista de la causa, por ante la 
Corte de Apelación de La Vega, tuvo efecto, en audiencia 
pública, el veintisiete de enero de mil novecientos cuarenta 
Y dos, audiencia en la que: A)— El abogado de oficio de di-
cho acusado concluyó pidiendo, esencialmente, que "en ca-
so de que la Corte no descargue" al referido apelante, por 
insuficiencia de pruebas, del crimen que ,se le imputa, "sea 



BOLETIN JUDICIAL 308 BOLETIN JUDICIAL 	 309 

condenado al mínimum de la pena que resulta de la combi-
nación de los artículos 381, 384 y 463 en la escala correspon-
diente, a que fué condenado por el juez" de primer grado; 
y B)— El Magistrado Procurador General dictaminó pidien-
do que fuera confirmada la sentencia, objeto de la alzada, 
por la cual se condenó a Barón Cruz, como ha sido indicado 
más arriba, y que, además, fuera condenado, dicho acusado, 
al pago de las costas de la apelación; 50.)— que, en aquella 
misma fecha —(27 de enero de 1942)— la expresada Corte 
de Apelación dictó, en audiencia pública, una sentencia cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA :— PRIMERO: Confirmar 
la sentencia apelada dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega de fecha veintiuno 
del mes de Noviembre del año n'in novecientos cuarentiuno 
en cuanto condena a BARON CRUZ, de generales conocidas, 
a un año de prisión correccional y al pago de las costas por 
el crimen de robo nocturno, en casa habitada, con fractura 
en perjuicio del señor José Orfilio Rosado;- SEGUNDO: 
Condenar además al acusado al pago de las costas de esta 
alzada"; 

Considerando que, en fecha seis de febrero de mil no-
vecientos cuarenta y dos, compareció, por ante el Secretario 
de la Corte de Apelación del Departamento de La Vega, el 
nombrado Barón Cruz, y le expuso que interponía recurso 
de casación contra la sentencia que, como acaba de ser ex-
presado, dictó la referida Corte, el día veintisiete de enero 
de este mismo año —(1942)-- en sus atribuciones crimina- 
les; 

incurrido en algún vicio que deba ser sancionado con la ca-
sación que es solicitada por el inculpado Barón Cruz; 

Considerando que, para confirmar la sentencia del Tri-
bunal de primer grado —(que había condenado el actual re-
currente a sufrir la pena de un año de prisión correccional 
y al pago de las costas, por el crimen de robo nocturno, en 
casa habitada, con fractura., en perjuicio del Señor José Or-
filio RojSado)—, la Corte de Apelación del Departamento 
de La Vega expresa, en síntesis, que al susodicho acusado 
Barón Cruz "le fueron ocupados los efectos robados al Se-
ñor José Orfilio Rosado en la población de Constanza, el día 
veinte de agosto del año mil novecientos cuarentiuno, por 
la noche, después de haber fracturado una de las puertas de 
la casa"; a lo que agrega, inmediatamente después, la men-
cionada Corte, "que si bien la posesión de objetos robados, 
por sí sola, no constituye prueba de robo", existen, en el ca- 
so de que se trata, contra Barón Cruz, otras presunciones 
que presentan carácter de graves, pFecisas y concordantes, 

• "tales como el no haber podido justificar el motivo de su via-
, je a la Común de Constanza, las contradicciones en que in-

currió en la audiencia y la muy importante de viajar con 
una cédula de identidad perteneciente a otra persona a la 
cual le adhirió una fotografía suya"; 

Considerando que, en principio, la ponderación de las 
pruebas, producidas, admitidas y aplicadas de acuerdo con 
la ley, lo mismo que la apreciación de los hechos de la causa, 
sin incurrir en la desnaturalización de estos, son operacio-
nes que se encuentran comprendidas en el poder soberano de 
los jueces del fondo; que, en la especie, la Suprema Cgite 
de Justicia 'ha establecido, mediante el estudio de la senten-
cia contra la cual se recurre, que las referidas operaciones 
han sido realizadas, por la Corte de Apelación, dentro de los 
ellemnlituersadel indicado poder soberano, y, por lo tanto, se hallan, 
en las condiciones que han sido señaladas, al abrigo de toda 

Considerando, que el artículo 379 del Código Penal dis-
Pone que: "El que con fraude sustrae una cosa que no le 
Pertenece, se hace reo de robo"; que, por otra parte, el ar- 

4Qansiderando que, en consecuencia, procede declarar 
que 1 susodicho recurso ha sido interpuesto en el plazo es-
tablecido por el artículo 33 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; que, por otra parte, el recurso de que se trata 
tiene un alcance amplio o total, puesto que, en el acta de de-
claración correspondiente, no figura limitación alguna, re-
lativa a determinadas disposiciones del fallo que se impug-
na; que, por último, al no expresarse, en la aludida acta 
ni en ningún memorial, los fundamentos del mencionado re-
curso, la Suprema Corte de Justicia debe investigar si, en la 
sentencia que se ataca, la Corte de Apelación de La Vega ha 

• 
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condenado al mínimum de la pena que resulta de la combi-
nación de los artículos 381, 384 y 463 en la escala correspon-
diente, a que fué condenado por el juez" de primer grado; 
y B)— El Magistrado Procurador General dictaminó pidien-
do que fuera confirmada la sentencia, objeto de la alzada, 
por la cual se condenó a Barón Cruz, "como ha sido indicado 
más arriba, y que, además, fuera condenado, dicho acusado, 
al pago de las costas de la apelación; 5o.) — que, en aquella 
misma fecha —(27 de enero de 1942)— la expresada Corte 
de Apelación dictó, en audiencia pública, una sentencia cu-
yo dispositivo dice así: "FALLA :— PRIMERO: Confirmar 
la sentencia apelada dictada por el Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de La Vega de fecha veintiuno 
del mes de Noviembre del año Mil novecientos cuarentiuno 
en cuanto condena a BARON CRUZ, de generales conocidas, 
a un año de prisión correccional y al pago de las costas por 
el crimen de robo nocturno, en casa habitada, con fractura 
en perjuicio del señor José Orfilio Rosado;- SEGUNDO: 
Condenar además al acusado al pago de las costas de esta 
alzada" ; 

Considerando que, en fecha seis de febrero de mil no-
vecientos cuarenta y dos, compareció, por ante el Secretario 
de la Corte de Apelación del Departamento de La Vega, el 
nombrado Barón Cruz, y le expuso que interponía recurso 
de casación contra la sentencia que, como acaba de ser ex-
presado, dictó la referida Corte, el día veintisiete de enero 
de este mismo año —(1942)— en sus atribuciones crimina- 
les; 

incurrido en algún vicio que deba ser sancionado con la ca-
sación que es solicitada por el inculpado Barón Cruz; 

Considerando que, para confirmar la sentencia del Tri-
bunal de primer grado —(que había condenado el actual re-
currente a sufrir la pena de un año de prisión correccional 
y al pago de las costas, por el crimen de robo nocturno, en 
casa habitada, con fractura, en perjuicio del Señor José Or-
filio RofrIado)—, la Corte de Apelación del Departamento 
de La Vega expresa, en síntesis, que al susodicho acusado 
Barón Cruz "le fueron ocupados los efectos robados al Se-
ñor José Orfilio Rosado en la población de Constanza, el día 
veinte de agosto del año mil novecientos cuarentiuno, por 
la noche, después de haber fracturado una de las puertas de 
la casa"; a lo que agrega, inmediatamente después, la men-
cionada Corte, "que si bien la posesión de objetos robados, 
por sí sola., no constituye prueba de robo", existen, en el ca-
so de que se trata, contra Barón Cruz, otras presunciones 
que presentan carácter de graves, precisas y concordantes, 

• "tales como el no haber podido justificar el motivo de su via-
je a la Común de Constanza, las contradicciones en que in-
currió en la audiencia y la muy importante de viajar con 
una cédula de identidad perteneciente a otra persona a la 
cual le adhirió una fotografía suya"; 

Considerando que, en principio, la ponderación de las 
pruebas, producidas, admitidas y aplicadas de acuerdo con 
la ley, lo mismo que la apreciación de los hechos de la causa, 
sin incurrir en la desnaturalización de estos, son operacio-
nes que se encuentran comprendidas en el poder soberano de 
los jueces del fondo; que, en la especie, la Suprema CJte 
de Justicia ha establecido, mediante el estudio de la senten-
cia contra la cual se recurre, que las referidas operaciones 
han sido realizadas, por la Corte de Apelación, dentro de los 
límites del indicado poder soberano, y, por lo tanto, se hallan, 
en las condiciones que han sido señaladas, al abrigo de toda 
cen sura; 

Considerando, que el artículo 379 del Código Penal dis-
pone que: "El que con fraude sustrae una cosa que no le 
pertenece, se hace reo de robo"; que, por otra parte, el ar- 

apansiderando que, en consecuencia, procede declarar 
que TI susodicho recurso ha sido interpuesto en el plazo es-
tablecido por el artículo 33 de la Ley sobre Procedimiento 
de Casación; que, por otra parte, el recurso de que se trata 
tiene un alcance amplio o total, puesto que, en el acta de de-
claración correspondiente, no figura limitación alguna, re-
lativa a determinadas disposiciones del fallo que se impug-
na; que, por último, al no expresarse, en la aludida adt,a 
ni en ningún memorial, los fundamentos del mencionado re-
curso, la Suprema Corte de Justicia debe investigar si, en la 
sentencia que se ataca, la Corte de Apelación de La Vega ha 

• 
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título 384 del mismo Código —(tal como ha sido reformado 
por la Ley Número 461, de fecha 17 de mayo de 1941, publi-
cada en la Gaceta Oficial No. 5595, del 21 de esos mismos 
mes y año)— establece que: "Se impondrá la pena de cinco 
a veinte años de trabajos públicos, a los que ejecuten un ro-
bo valiéndose de uno de los medios enunciados en el inciso 
4o. del artículo 381, aunque la fractura, el escalamiento y el 
uso de llaves falsas se hayan realizado en edificios o cerca-
dos no dependientes de casas habitadas, y aún cuando la 
fractura no hubiere 'sido sino interior"; que, por último, la 
parte primera del inciso 4o. del referido artículo 381, reza: 
"4o. cuando se corneta el crimen con rompimiento de pared 
o techo, o con escalamiento o fractura de puertas o ventanas, 
o haciendo uso de llaves falsas, ganzúas u otros instrumen-

tos, para introducirse en casas, viviendas, aposentos u otros 
lugares habitados o que sirvan de habitación, o sean depen-
dencias de éstas ; 

Considerando, que, como resultado de la ponderación 
de las pruebas y de la apreciación de los hechos de la causa, 
realizadas en las condiciones que han sido precedentemente 
señaladas, la Corte de Apelación declaró culpable, al acusa-
do Barón Cruz, como lo había decidido el juez de primer 
grado, de haber cometido los hechos que la sentencia que se 
impugna en casación califica correctamente como crimen de 
robo noturno, en casa habitada, con fractura, en perjuicio 
del mencionado José Orfilio Rosado; 

Considerando, que la referida Corte aplicó, en la espe-
cie, el artículo 384 del Código Penal, tal como existía antes 
dala modificación realizada por la Ley Número 461, texto 
aquel que establecía que: "Se impondrá la pena de cinco a 
diez años de trabajos públicos, a los que ejecuten un robo 
valiéndose de uno de los medios enunciados en el inciso 4o. 
del artículo 381, aún cuando la fractura o el rompimiento no 
hayan sido sino interiores"; que, acojiendo, como lo había 
hecho el Juzgado de Primera Instancia, circunstancias g :e-
nuantes en beneficio del acusado, dicha Corte confirmó la 
condenación que, de acuerdo con el texto legal que acaba de 

ser transcrito y la escala 3a. del artículo 463 del mismo Có- 

digo, le había impuesto aquel, es decir, la de un año de pri-
sión correccional; 

Considerando que, ciertamente, la susodicha aplicación, 
hecha por la sentencia impugnada, del texto original del ar-
tículo 384 del Código Penal, constituye un evidente error 
jurídico, puesto que, en la fecha de la comisión del crimen 
a que se hace referencia, ya se encontraba en vigor la Ley 
Número 461, mediante la cual fué modificado el expresado 
ar— tículo 384; pero, 

Considerando que, de acuerdo con el artículo 32 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, en el caso de que la pe-
na pronunciada fuere también la determinada por la ley que 
castiga la infracción, no se podrá interponer recurso de ca-
sación porque haya habido error en la citación del texto de 
la ley; que así, en la especie, Barón Cruz no tiene interés en 
pedir la anulación del fallo que impugna, por haberse citado 
en éste el artículo 384 del Código Penal, en su texto origi-
nal, y no el texto reformado que resulta de la Ley Número 
461, puesto que,—aún cuando este último texto no fuera más 
severo que aquel—, la pena que fué aplicada, a dicho inculpa-
do, por la Corte de Apelación, en virtud del referido artícu-
lo 384 original, combinado con el artículo 463 escala 3a. del 
mismo Código, resulta igualmente del texto reformado me-
diante la Ley Número 461, combinado también con la aludi-
da escala tercera del preindicado artículo 463; 

Considerando, que el Código de Procedimiento Crimi-
nal, por su artículo 277, dispone que el acusado "que sucum- 
biere, será condenado en las costas"; que, por consiguiente, 
al estatuir, como lo hizo, con relación al pago de las costas 
del procedimiento, la Corte de Apelación de La Vera apli-
có correctamente la regla legal a que se acaba de hacer re-
ferencia, puesto que las costas fueron puestas a cargo de 

4 Barón Cruz, acusado sucumbiente; 
Considerando, que la sentencia contra la cual se recu-

rre, se encuentra regularmente motivada, y que, en ella, se 
han observado todas las formalidades cuyo incumplimiento 
hubiera podido justificar la anulación de dicho fallo; 
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título 384 del mismo Código —(tal como ha sido reformado 
por la Ley Número 461, de fecha 17 de mayo de 1941, publi-
cada en la Gaceta Oficial No. 5595, del 21 de esos mismos 
mes y año)— establece que: "Se impondrá la pena de cinco 
a veinte años de trabajos públicos, a los que ejecuten un ro-
bo valiéndose de uno de los medios enunciados en el inciso 
4o. del artículo 381, aunque la fractura, el escalamiento y el 
uso de llaves falsas se hayan realizado en edificios o cerca-
dos no dependientes de casas habitadas, y aún cuando la 
fractura no hubiere sido sino interior"; que, por último, la 
parte primera del inciso 4o. del referido artículo 381, reza: 
"4o. cuando se corneta el crimen con rompimiento de pared 
o techo, o con escalamiento o fractura de puertas o ventanas, 
o haciendo uso de llaves falsas, ganzúas u otros instrumen-

tos, para introducirse en casas, viviendas, aposentos u otros 
lugares habitados o que sirvan de habitación, o sean depen-
dencias de éstas..."; 

Considerando, que, como resultado de la ponderación 
de las pruebas y de la apreciación de los hechos de la causa, 
realizadas en las condiciones que han sido precedentemente 
señaladas, la Cotte de Apelación declaró culpable, al acusa-
do Barón Cruz, como lo había decidido el juez de primer 
grado, de haber cometido los hechos que la sentencia que se 
impugna en casación califica correctamente como crimen de 
robo noturno, en casa habitada, con fractura, en perjuicio 
del mencionado José Orfilio Rosado; 

Considerando, que la referida Corte aplicó, en la espe-
cie, el artículo 384 del Código Penal, tal como existía antes 
dalla modificación realizada por la Ley Número 461, texto 
aquel que establecía que: "Se impondrá la pena de cinco a 
diez años de trabajos públicos, a los que ejecuten un robo 
valiéndose de uno de los medios enunciados en el inciso 4o. 
del 381, aún cuando la fractura o el rompimiento no 
hayan sido sino interiores"; que, acojiendo, como lo había 
hecho el Juzgado de Primera Instancia, circunstancias 17:e-
nuantes en beneficio del acusado, dicha Corte confirmó la 
condenación que, de acuerdo con el texto legal que acaba de 
ser transcrito y la escala 3a. del artículo 463 del mismo Có- 

digo, le había impuesto aquel, es decir, la de un año de pri-
sión correccional; 

Considerando que, ciertamente, la susodicha aplicación, 
hecha por la sentencia impugnada, del texto original del ar-
tículo 384 del Código Penal, constituye un evidente error 
jurídico, puesto que, en la fecha de la comisión del crimen 
a que se hace referencia, ya se encontraba en vigor la Ley 
Número 461, mediante la cual fué modificado el expresado 
artículo 384; pero, 

Considerando que, de acuerdo con el artículo 32 de la 
Ley sobre Procedimiento de Casación, en el caso de que la pe-
na pronunciada fuere también la determinada por la ley que 
castiga la infracción, no se podrá interponer recurso de ca-
sación porque haya habido error en la citación del texto de 
la ley; que así, en la especie, Barón Cruz no tiene interés en 
pedir la anulación del fallo que impugna, por haberse citado 
en éste el artículo 384 del Código Penal, en su texto origi-
nal, y no el texto reformado que resulta de la Ley Número 
461, puesto que,—aún cuando este último texto no fuera más 
severo que aquel—, la pena que fué aplicada, a dicho inculpa-
do, por la Corte de Apelación, en virtud del referido artícu-
lo 384 original, combinado con el artículo 463 escala 3a. del 
mismo Código, resulta igualmente del texto reformado me- 
diante la Ley Número 461, combinado también con la aludi-
da escala tercera del preindicado artículo 463; 

Considerando, que el Código de Procedimiento Crimi-
nal, por su artículo 277, dispone que el acusado "que sucum-
biere, será condenado en las costas"; que, por consiguiente, 
al estatuir, como lo hizo, con relación al pago de las costas 
del procedimiento, la Corte de Apelación de La Vega apli-
có correctamente la regla legal a que se acaba de hacer re-
ferencia, puesto que las costas fueron puestas a cargo de 

4 Barón Cruz, acusado sucumbiente; 
Considerando, que la sentencia contra la cual se recu-

rre, se encuentra regularmente motivada, y que, en ella, se 
han observado todas las formalidades cuyo incumplimiento 
hubiera podido justificar la anulación de dicho fallo; 
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Considerando, que al no haber incurrido la Corte de 
Apelación del Departamento de La Vega en ninguna viola-
ción de la Ley sancionable con la casación que se solicita, 
procede rechazar el recurso a que se contrae, la presente sen- 
tencia; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza, el recurso de casa-
ción interpuesto por el nombrado Barón Cruz, de generales 
indicadas, contra sentencia dictada, en fecha veintisiete de 
enero de mil novecientos cuarenta y dos, por la Corte de 
Apelación de La Vega, en sus atribuciones criminales, cuyo 
dispositivo ha sido transcrito en otro lugar del presente fa-
llo, y Segundo: Condena al mencionado Barón Cruz, parte 
sucumbiente, ál pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.—Dr. T. Franco Fran-
co.—Raf . Castro Rivera.—J. Pérez Nolasco.—A. Aceve-
do .—F . Tavares hijo .—Eug. A. Alvare7, Secretario Ge- 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada. 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco FI-un-
e°, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Rafael Cas-
tro Rivera, Segundo Sustituto de Presidente; Eudaldo Tron-
coso de la Concha, José Pérez Nolasco, Agustín Acevedo Y 
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Froilán Tavares hijo, asistidos del infrascrito Secretario Ge-
neral, en la Sala donde' celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo; el día veintiocho del 
mes de mayo de mil novecientos cuarenta y dos, año 99' de 
la Independencia, 79' de la Restauración y 13' de la Era de 
Trujillo, ha dictado, en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Rodrí-
guez (alias Españita), español, comerciante, domiciliado en 
San Pedro de Macorís, portador de la cédula personal de 
identidad número 2470, serie 23, contra sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en atribuciones 
correccional, es, en fecha diecinueve de noviembre de mil no-
vecientos cuarenta y uno; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en 
fecha veintiocho de noviembre de mil novecientos cuarenta 
y uno; - 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. Federico Nina hijo, portador de la cédula 

personal de identidad número 670, serie 23, abogado del re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Lic. Pablo M. Paulino, en la lectura de su dictamen; 

Visto el memorial de casación depositado por la parte 
intiniante, en el cual se alegan los medios que más adelante 
serán examinados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1, 2, 3, 4 y 5 de la O. E. 312; 
1271, 1689 y 1892 del Código Civil; 27 incisos 2o. y 5o., y 
71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en Ja sentencia impugnada constan 
los siguientes hechos: a) que el veintidos de setiembre de 
Trúl novecientos cuarenta y uno el Comandante del Departa-
mento Éste de la Policía Nacional sometió al nombrado José 
Rodríguez (alias Españita) por ante el Magistrado Procu-
rador Fiscal de San Pedro de Macorís, bajo la inculpación 
de haber cometido el delito de usura (violación de la O. E. 
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Considerando, que al no haber incurrido la Corte de 
Apelación del Departamento de La Vega en ninguna viola-
ción de la Ley sancionable con la casación que se solicita, 
procede rechazar el recurso a que se contrae la presente sen- 
tencia; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza, el recurso de casa-
ción interpuesto por el nombrado Barón Cruz, de generales 
indicadas, contra sentencia dictada, en fecha veintisiete de 
enero de mil novecientos cuarenta y dos, por la Corte de 
Apelación de La Vega, en sus atribuciones criminales, cuyo 
dispositivo ha sido transcrito en otro lugar del presente fa-
llo, y Segundo: Condena al mencionado Barón Cruz, parte 
sucumbiente, ál pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.—Dr. T. Franco Fran-
co.—Raf . Castro Rivera.—J. Pérez Nolasco.—A. Aceve-
do .—F. Tavares hijo.—Eug. A. Alvarez, Secretario Ge- 
neral. 	• 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada. 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Fran-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Rafael Cas-
tro Rivera, Segundo Sustituto de Presidente; Eudaldo Tron-
coso de la Concha, José Pérez Nolasco, Agustín Acevedo Y 
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Froilán Tavares hijo, asistidos del infrascrito Secretario Ge-
neral, en la Sala donde celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo; el día veintiocho del 
mes de mayo de mil novecientos cuarenta y dos, año 99' de 
la Independencia, 79' de la Restauración y 13' de la Era de 
Trujillo, ha dictado, en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Rodrí-
guez (alias Españita), español, comerciante, domiciliado en 
San Pedro de Macorís, portador de la cédula personal de 
identidad número 2470, serie 23, contra sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en atribuciones 
correccionales, en fecha diecinueve de noviembre de mil no-
vecientos , cuarenta y uno; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en 
fecha veintiocho de noviembre de mil novecientos cuarenta 
y uno; - 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. Federico Nina hijo, portador de la cédula 

personal de identidad número 670, serie 23, abogado del re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Lic. Pablo M. Paulino, en la lectura de su dictamen; 

Visto el memorial de casación depositado por la parte 
intiniante, en el cual se alegan los medios que más adelante 
serán examinados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1, 2,.3, 4 y 5 de la O. E. 312; 
1271, 1689 y 1892 del Código Civil; 27 incisos 2o. y 5o., y 
71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en Ja sentencia impugnada constan 
los siguientes hechos: a) que el veintidos de setiembre de • 
ni.il novecientos cuarenta y uno el Comandante del Departa-
mento Éste de la Policía Nacional sometió al nombrado José 
Rodríguez (alias Españita) por ante el Magistrado Procu-
rador Fiscal de San Pedro de Macorís, bajo la inculpación 
de haber cometido el delito de usura (violación de la O. E. 
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Considerando, que al no haber incurrido la Corte de • 

Apelación del Departamento de La Vega en ninguna viola- 
ción de la Ley sancionable con la casación que se solicita, 
procede rechazar el recurso a que se contrae la presente sen- 
tencia; 

Por tales motivos, Primero: Rechaza, el recurso de casa-
ción interpuesto por el nombrado Barón Cruz, de generales 
indicadas, contra sentencia dictada, en fecha veintisiete de 
enero de mil novecientos cuarenta y dos, por la Corte de 
Apelación de La Vega, en sus atribuciones criminales, cuyo 
dispositivo ha sido transcrito en otro lugar del presente fa-
llo, y Segundo: Condena al mencionado Barón Cruz, parte 
sucumbiente, u pago de las costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejia.—Dr. T. Franco Fran-
co.—Raf Castro Rivera.—J. Pérez Nolasco .—A. Aceve-
do.—F. Tavares hijo.—Eug. A. Alvarez, Secretario Ge- 
neral. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.—
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 

DIOS, PATRIA Y LIBERTAD. 
República Dominicana. 

4 

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Licenciado 
Juan Tomás Mejía, Presidente; Doctor Tulio Franco Pan-
co, Primer Sustituto de Presidente; Licenciados Rafael Cas-
tro Rivera, Segundo Sustituto de Presidente; Eudaldo Tron-
coso de la Concha, José Pérez Nolasco, Agustín Acevedo y 
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Froilán Tavares hijo, asistidos del infrascrito Secretario Ge-
neral, en la Sala donde -  celebra sus audiencias, en Ciudad 
Trujillo, Distrito de Santo Domingo; el día veintiocho del 
mes de mayo de mil novecientos cuarenta y dos, año 99' de 
la Independencia, 79' de la Restauración y 13' de la Era de 
Trujillo, ha dictado, en audiencia pública, como Corte de 
Casación, la sentencia siguiente: 

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Rodrí-
guez (alias Espaffita), español, comerciante, domiciliado en 
San Pedro de Macorís, portador de la cédula personal de 
identidad número 2470, serie 23, contra sentencia dictada 
por la Corte de Apelación de San Cristóbal, en atribuciones 
correccionales, en fecha diecinueve de noviembre de mil no-
vecientos , cuarenta y uno; 

Vista el acta de declaración del recurso, levantada en 
fecha veintiocho de noviembre de mil novecientos cuarenta 
y uno; 

Oído el Magistrado Juez Relator; 
Oído el Lic. Federico Nina hijo, portador de la cédula 

personal de identidad número 670, serie 23, abogado del re-
currente, en la lectura de sus conclusiones; 

Oído el Magistrado Procurador General de la Repúbli-
ca, Lic. Pablo M. Paulino, en la lectura de su dictamen; 

Visto el memorial de casación depositado por la parte 
intimante, en el cual se alegan los medios que más adelante 
serán examinados; 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado, y vistos los artículos 1, 2, 3, 4 y 5 de la O. E. 312; 
1271, 1689 y 1892 del Código Civil; 27 incisos 2o. y 5o., y 
71 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada constan 
los siguientes hechos: a) que el veintidos de setiembre de 
mil novecientos cuarenta y uno el Comandante del Departa-
mento 'Éste de la Policía Nacional sometió al nombrado José 
Rodríguez (alias Españita) por ante el Magistrado Procu-
rador Fiscal de San Pedro de Macorís, bajo la inculpación 
de haber cometido el delito de usura (violación de la O. E. 
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312) ; b) que apoderado del expediente, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Maco-
rís conoció del caso en la audiencia del día cuatro de octubre 
de mil novecientos cuarenta y uno, y en la misma fecha pro-

nunció una sentencia en que condenó al inculpado a sufrir las 
penas de tres meses de prisión correccional y de una multa 
de cien pesos, y al pago de las costas; c) que el inculpado in-
terpuso recurso de apelación, del que conoció la Corte de 

Apelación de San Cristóbal en la audiencia del día diecisiete 
de noviembre de mil novecientos cuarenta y uno; 

Considerando, que por su sentencia de fecha diecinue-
ve de noviembre de mil novecientos cuarenta y uno, objeto 
del presente recurso, la Corte de Apelación de San Cristóbal 
falló del siguiente modo: "FALLA:— PRIMERO: Modifica 
la sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
San Pedro de Macorís, el día cuatro de octubre del año en 
curso (1941) ;— SEGUNDO: Obrando por propia autoridad, 
condena al prevenido José Rodríguez (a) Espariita, cuyas 
generales constan, a la pena de seis días de prisión correc-
cional y cien pesos de multa, por el delito de ejercer habitual-
mente la usura; y TERCERO: Condena al prevenido José 
Rodríguez (a) Españita, al pago de las costas del presente 
recurso—"; 

Considerando, que en su memorial, el recurrente invo-
ca los medios de casación siguientes: "PRIMEN, MEDIO:—
Violación de las disposiciones del Artículo 27, Apartado 2o. 
y 5o. de la Ley sobre Proctdimiento de Casación, en cuanto 
la sentencia impugnada omitió estatuir, y dar motivos, res-
pecto de puntos que le fueron específicamente sometidos en 
las conclusiones"; "SEGUNDO MEDIO:— Violación, por 

falsa aplicación o desconocimiento de las disposiciones de los 
Artículos 1 al 5 de la Orden Ejecutiva No. 312, 1892, 1689 
y 1271 del Código Civil en cuanto la Corte A-QUO "ha ,cali-

ficado como préstamo a interés o delegación imperfecta, un 
contrato en el cual, por medio de una novación, se hizo la 
transferencia de un crédito"; 
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En cuanto al primer medio del recurso, en cuya enun-
ciación se alega la violación del art. 27, incisos 2o. y 5o., 

de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando, que ante la Corte de Apelación de San 

Cristóbal, el recurrente pidió que se revocara la sentencia 
apelada, argumentando, en el inciso b) del ordinal primero de 
sus conclusiones, que "en las operaciones realizadas por el 
concluyente con el denunciante, Señor Ignacio Bengoa, que 
son las únicas que constituyen los hechos justificativos de 
las persecuciones, no se ha establecido que existiera un prés-
tamo a interés en exceso al tipo legal, ya que las propias 
declaraciones del denunciante no han de ser suficientes para 
justificar la condenación del concluyente"; y alega ahora el 
recurrente, en uno de los argumentos de este primer medio, 
que la sentencia impugnada no ha respondido a ese punto 
de sus conclusiones, ni en su dispositivo ni en sus motivos, 
y que, Además, incurrió en una desnaturalización del "siste-
ma de las pruebas" mediante una desnaturalización de los 
hechos, y en el vicio de falta de base legal, porque, según 
dice el recurrente, si bien la Corte de la que procede el fallo 
expresa que las declaraciones de Ignacio Bengoa "fueron 
robustecidas por las que produjeron los testigos Efraín Pi-
mentel y Aníbal Castillo", estos últimos "nada vieron ni 
oyeron en relación con las persecuciones quo no fuera lo 
que les dijo, de manera expresa y con posterioridad a las 
persecuciones, el propio interesado, señor Bengoa", por lo 

que "la Corte a quo, de manera expresa, ha tenido como 
único fundamento para considerar convicto al recurrente 
de ejercer habitualmente la usura, las declaraciones del de-
nunciante, señor Ignacio Bengoa, pero sin analizar, previa-

mente, la idoneidad de este testimonio frente a la expresa 
impugnación que del mismo había presentado José Rodrí-
guez Pérez"; 

Considerando, en cuanto a la falta de estatuir y a la de 
motivos: que de la confrontación de los alegatos a que se 
refiere el presente medio del recurso, contenidos ,como se ha 
dicho en las conclusiones del recurrente por ante la Corte 
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312) ; b) que apoderado del expediente, el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de San Pedro de Maco-
rís conoció del caso en la audiencia del día cuatro de octubre 
de mil novecientos cuarenta y uno, y en la misma fecha pro-

nunció una sentencia en que condenó al inculpado a sufrir las 
penas de tres meses de prisión correccional y de una multa 
de cien pesos, y al pago de las costas; c) que el inculpado in-
terpuso recurso de apelación, del que conoció la Corte de 
Apelación de San Cristóbal en la audiencia del día diecisiete 
de noviembre de mil novecientos cuarenta y uno; 

Considerando, que por su sentencia de fecha diecinue-
ve de noviembre de mil novecientos cuarenta y uno, objeto 
del presente retcurso, la Corte de Apelación de San Cristóbal 
falló del siguiente modo: "FALLA:— PRIMERO: Modifica 
la sentencia apelada, dictada en atribuciones correccionales, 
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de 
San Pedro de Macorís, el día cuatro de octubre del año en 
curso (1941) ;— SEGUNDO: Obrando por propia autoridad, 
condena al prevenido José Rodríguez (a) Españita, cuyas 
generales constan, a la pena de seis días de prisión correc-
cional y cien pesos de multa, por el delito de ejercer habitual-
mente la usura; y TERCERO: Condena al prevenido José 
Rodríguez (a) Españita, al pago de las costas del presente 
recurso—"; 

Considerando, que en su memorial, el recurrente invo-
ca los medios de casación siguientes: "PRIMER MEDIO:—

Violación de las disposiciones del Artículo 27, Apartado 2o. 
y 5o. de la Ley sobre Proctdimiento de Casación, en cuanto 
la sentencia impugnada omitió estatuir, y dar motivos, res-
pecto de puntos que le fueron específicamente sometidos en 
las conclusiones"; "SEGUNDO MEDIO:— Violación, por 

falsa aplicación o desconocimiento de las disposiciones de los 
Artículos 1 al 5 de la Orden Ejecutiva No. 312, 1892, 1689 
y 1271 del Código Civil en cuanto la Corte A-QUO la cali-

ficado como préstamo a interés o delegación imperfecta, un 
contrato en el cual, por medio de una novación, se hizo la 
transferencia de un crédito"; 
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En cuanto al primer medio del recurso, en cuya enun-
ciación se alega la violación del art. 27, incisos 2o. y 5o., 

de la Ley sobre Procedimiento de Casación; 
Considerando, que ante la Corte de Apelación de San 

Cristóbal, el recurrente pidió que se revocara la sentencia 
apelada, argumentando, en el inciso b) del ordinal primero de 
sus conclusiones, que "en las operaciones realizadas por el 
concluyente con el denunciante, Señor Ignacio Bengoa, que 
son las únicas que constituyen los hechos justificativos de 
las persecuciones, no se ha establecido que existiera un prés-
tamo a interés en exceso al tipo legal, ya que las propias 
declaraciones del denunciante no han de ser suficientes para 
justificar la condenación del concluyente"; y alega ahora el 
recurrente, en uno de los argumentos de este primer medio, 
que la sentencia impugnada no ha respondido a ese punto 
de sus conclusiones, ni en su dispositivo ni en sus motivos, 
y que, Además, incurrió en una desnaturalización del "siste-
ma de las pruebas" mediante una desnaturalización de los 
hechos, y en el vicio de falta de base legal, porque, según 
dice el recurrente, si bien la Corte de la que procede el fallo 
expresa que las declaraciones de Ignacio Bengoa "fueron 
robustecidas por las que produjeron los testigos Efraín Pi-
mentel y Aníbal Castillo", estos últimos "nada vieron ni 
oyeron en relación con las persecuciones qua. no fuera lo 
que les dijo, de manera expresa y con posterioridad a las 
persecuciones, el propio interesado, señor Bengoa", por lo 

que "la Corte a quo, de manera expresa, ha tenido como 
único fundamento para considerar convicto al recurrente 
de ejercer habitualmente la usura, las declaraciones del de-
nunciante, señor Ignacio Bengoa, pero sin analizar, previa-

mente, la idoneidad de este testimonio frente a la expresa 
impugnación que del mismo había presentado José Rodrí-
guez Pérez"; 

Considerando, en cuanto a la falta de estatuir y a la de 
motivos: que de la confrontación de los alegatos a que se 
refiere el presente medio del recurso, contenidos ,como se ha 
dicho en las conclusiones del recurrente por ante la Corte 
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de Apelación de San Cristóbal, de un lado, con los motivos 
de la sentencia impugnada, en los cuales, en el análisis y la 
apreciación de los medios de prueba a cargo del inculpado, 
se concluye en la existencia del delito; y de otro lado, de la 
comparación de los mismos alegatos con el dispositivo del 
fallo, por cuyo ordinal segundo se condena al inculpado a 
sufrir la pena de seis días de prisión correccional y al pago 
de una multa de cien pesos, resulta claramente establecido 
que la sentencia atacada por este recurso de casación res-
pondió a todos los puntos de las conclusiones del inculpado 
dando motivos de hecho y de derecho sufidientes para jus-
tificar as condenaciones pronunciadas en su dispositivo: 
pues se decidió lo opuesto, diametralmente, a lo pedido, fun-
dándose, para ello, en que "por los hechos y circunstancias 
de la causa", en lo que entraba, pero de la cual no constituía 
el único elemento, "la declaración de los testigos Efraín Pi-
mentel y Aníbal Castillo", (por todo ello), venía a "quedar 
robustecida en todas sus partes la declaración de Bengoa", 
y fundándose también en la refutación de lo pretendido por 
José Rodríguez (a) Españita, respecto de los seiscientos 
pesos que éste reconoció haber entregado a Bengoa, los cua-
les—, según apreció la Corte de que se trata, basada en los 
hechos que estableció, fueron dados en "préstamo a interés 
usurario disimulado bajo la apariencia de otro contrato"; 
que, por lo tanto, el primer medio debe ser rechazado en este 
aspecto; 

Considerando, respecto de la alegada desnaturalización 
del "sistema de las pruebas" y de los hechos de la causa: 
que para decidir que el inculpado José Rodríguez se hallaba 
convicto del delito de usura, la Corte de Apelación de San 
Cristóbal se apoyó, como se compímeba por el análisis de sus 
motivos, en primer término, en la declaración del testigo 
Ignacio Bengoa, quien fué oído tanto en primera instancia 
Corno en apelación, siendo su testimonio considerado cpmo 
sincero, según se desprende de las enunciaciones de la -  sen-
tencia impugnada; que el hecho, señalado en este aspecto 
de aquellas conclusiones del recurrente, de que la declara- , 
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ción de ese testigo podría servirle de título para obtener be-
neficios pecuniarios, no era un motivo suficiente, por sí sólo, 
para que los jueces del fondo descartaran esa declaración 
como elemento de prueba, máxime cuando tales jueces dicen 
por qué la juzgaban sincera; que, por otra parte, la senten-
cia declara expresamente basarse, para desestimar la afir-
mación del inculpado de que las operaciones intervenidas en-
tre él y Bengoa habían sido, no préstamos de dinero sino 
ventas de mercancías a crédito, en los hechos y circunstan-
cias de la causa, y, especialmente, pero nó de un modo único, 
en las declaraciones de los testigos Efraín Pimentel y Aní-
bal Castillo, declaraciones que ningún texto legal les obliga-
ba a desechar, excluyéndolas de los elementos a los que se 
sumaban; de todo lo cual resulta que en la sentencia impug-
nada no han sido violados, como lo pretende el recurrente, 
los principios legales de la prueba, ni tampoco desnaturali-
zados los hechos de la causa, ni las pruebas que el Ministe-
rio Público suministró a la Corte de Apelación en apoyo de 
los cargos formulados contra el recurrente; 

Considerando, en cuanto al alegato de falta de base 
legal: que por la misma circunstancia de que en el fallo im-
pugnado se enuncian y ponderan todos los hechos, así como 
los medios de prueba legalmente producidos, y se establece 
que de los hechos de la causa, así precisados, resultan prue-
bas suficientes de que el inculpado cometió el delito de usu-
ra, se infiere como consecuencia necesaria, que no existe en 

el presente caso el vicio de falta de base legal, aducido así 
mismo en el primer medio del recurso de casación a que se 
contraen las presentes consideraciones; 

Considerando, que al no haber incurrido la sentencia 
que se impugna en los vicios aducidos, según se ha demos-
trado en las consideraciones que anteceden, procede recha-
zar, íntegramente, el primer medio del recurso; 

" En cuanto al segundo medio del recurso, en que se ale-
ga la violación, por falsa aplicación o desconocimiento, de 
los arts. 1 a 5 de la O. E. 312; 1892, 1689 y 1271 del Códi-
go Civil: 

L 
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de Apelación de San Cristóbal, de un lado, con los motivos 
de la sentencia impugnada, en los cuales, en el análisis y la 
apreciación de los medios de prueba a cargo del inculpado, 
se concluye en la existencia del delito; y de otro lado, de la 
comparación de los mismos alegatos con el dispositivo del 
fallo, por cuyo ordinal segundo se condena al inculpado a 
sufrir la pena de seis días de prisión correccional y al pago 
de una multa de cien pesos, resulta claramente establecido 
que la sentencia atacada por este recurso de casación res-
pondió a todos los puntos de las conclusiones del inculpado 
dando motivos de hecho y de derecho sufidientes para jus-
tificar as condenaciones pronunciadas en su dispositivo: 
pues se decidió lo opuesto, diametralmente, a lo pedido, fun-
dándose, para ello, en que "por los hechos y circunstancias 
de la causa", en lo que entraba, pero de la cual no constituía 
el único elemento, "la declaración de los testigos Efraín Pi-
mentel y Aníbal Castillo", (por todo ello), venía a "quedar 
robustecida en todas sus partes la declaración de Bengoa", 
y fundándose también en la refutación de lo pretendido por 
José Rodríguez (a) Españita, respecto de los seiscientos 
pesos que éste reconoció haber entregado a Bengoa, los cua- 
les—, según apreció la Corte de que se trata, basada en los 
hechos que estableció, fueron dados en "préstamo a interés 
usurario disimulado bajo la apariencia de otro contrato"; 
que, por lo tanto, el primer medio debe ser rechazado en este 
aspecto; 

Considerando, respecto de la alegada desnaturalización 
del "sistema de las pruebas" y de los hechos de la causa: 
que para decidir que el inculpado José Rodríguez se hallaba 
convicto del delito de usura, la Corte de Apelación de San 
Cristóbal se apoyó, como se comprueba por el análisis de sus 
motivos, en primer término, en la declaración del testigo 
Ignacio Bengoa, quien fué oído tanto en primera instancia 
Como en apelación, siendo su testimonio considerado como 
sincero, según se desprende de las enunciaciones de la -  sen-
tencia impugnada; que el hecho, señalado en este aspecto 
de aquellas conclusiones del recurrente, de que la declara- , 
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ción de ese testigo podría servirle de título para obtener be-
neficios pecuniarios, no era un motivo suficiente, por sí sólo, 
para que los jueces del fondo descartaran esa declaración 
como elemento de prueba, máxime cuando tales jueces dicen 
por qué la juzgaban sincera; que, por otra parte, la senten-
cia declara expresamente basarse, para desestimar la afir-
mación del inculpado de que las operaciones intervenidas en-
tre él y Bengoa habían sido, no préstamos de dinero sino 
Ventas de mercancías a crédito, en los hechos y circunstan-
cias de la causa, y, especialmente, pero nó de un modo único, 
en las declaraciones de los testigos Efraín Pimentel y Aní-
bal Castillo, declaraciones que ningún texto legal les obliga-
ba a desechar, excluyéndolas de los elementos a los que se 
sumaban; de todo lo cual resulta que en la sentencia impug-
nada no han sido violados, como lo pretende el recurrente, 
los principios legales de la prueba, ni tampoco desnaturali-
zados los hechos de la causa, ni las pruebas que el Ministe-
rio Público suministró a la Corte de Apelación en apoyo de 
los cargos formulados contra el recurrente; 

Considerando, en cuanto al alegato de falta de base 
legal: que por la misma circunstancia de que en el fallo im-
pugnado se enuncian y ponderan todos los hechos, así como 
los medios de prueba legalmente producidos, y se establece 
que de los hechos de la causa, así precisados, resultan prue-
bas suficientes de que el inculpado cometió el delito de usu-
ra, se infiere como consecuencia necesaria, que no existe en 
el presente caso el vicio de falta de base legal, aducido así 
mismo en el primer medio del recurso de casación a que se 
contraen las presentes consideraciones; 

Considerando, que al no haber incurrido la sentencia 
que se impugna en los vicios aducidos, según se ha demos-
trado en las consideraciones que anteceden, procede recha-
zar, íntegramente, el primer medio del recurso; 

• En cuanto al segundo medio del recurso, en que se ale-
ga la violación, por falsa aplicación o desconocimiento, de 
los arts. 1 a 5 de la O. E. 312; 1892, 1689 y 1271 del Códi-
go Civil: 
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Considerando, que en este segundo medio se sostiene 
que, no constituyendo un préstamo a interés sino una cesión 
de acreencia el acto mediante el cual Bengoa obtuvo del in-
culpado la suma de seiscientos pesos a cambio del abandono, 
a su favor, de la acreencia por la cantidad de mil pesos, de 
que era titular, contra Miguel A. Romero por concepto de 
arrendamiento, la pena de cien pesos de multa aplicada por 
la Corte de Apelación no se halla legalmente justificada, al 
tenor de lo que dispone el art. 5 de la O. E. 312, ya que, 
descartada la operación de que se trata, quedarían única-
mente a cargo del inculpado, como elementos constitutivos 
del delito de usura, las operaciones por un valor total de 
cien pesos, analizadas en primer término, y calificadas como 
préstamos de dinero a interés, en la sentencia impugnada; 
de donde resultáría, sostiene el recurrente, que la pena de 

cien pesos de multa es superior a la que legalmente debió 

aplicarse; 
Considerando, que en el presente caso los jueces del 

fondo, mediante el exámen de los hechos de la causa, de los 
cuales dedujeron las consecuencias jurídicas que legalmente 
deberían producir, e interpretando, sin desnaturalizarlas, la 
voluntad y la común intención de ambas partes contratan-
tes, Bengoa y Rodríguez, declararon que el acto de que se 
trata es, no una cesión en favor de Rodríguez del crédito de 
Bengoa contra Romero, como pretendía el recurrente, sino 
un préstamo de seiscientos pesos para pagar mil pesos, es 
decir con un interés de cuatrocientos pesos, efectuado por 
Ri)dríguez a Bengoa con indicación de que el pago lo reali-
zara Romero mediante la entrega de esa misma cantidad de 
mil pesos que tenía que hacerle a Bengoa el día del venci-
miento del crédito de Bengoa contra dicho Romero; 

Considerando, que las sanciones penales contra la usura 
deben ser aplicadas, no solamente en los casos en que el in-
culpado haya incurrido en el delito con ocasión de présta-
mos de dinero ostensiblemente contratados, sino también en 
todos los casos en que las operaciones usurarias se disimu-
len tras la forma de otros contratos que, en realidad, cons- 
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tituyan verdaderos préstamos de dinero a interés, de acuer-
do con la común intención de las partes contratantes; que 
los jueces del fondo, al proceder como lo hicieron, aplicaron 
correctamente los principios que rigen la prueba de las in-
fracciones penales, especialmente aplicados a la materia del 
delito de usura por el art. 4 de la O. E. 312, que declara 
admisibles todos los medios legales de prueba para demos-
trar la existencia de una convención o contrato usurario, 
disfrazado bajo cualquier otra forma; que, como consecuen-
cia de esa correcta comprobación hecha por los jueces del 
fondo, de que el acto de que se trataba era un préstamo a 
interés, la pena que aplica la sentencia impugnada se halla 
dentro de la cuantía establecida por el art. 5 de la O. E. 
312; que, en consecuencia, en el fallo que se impugna no se 
ha incurrido en la violación de los textos legales menciona- 
dos en el segundo medio del recurso, el cual debe ser recha-
zado; 

Considerando, que la sentencia es regular en la forma, 
y que en ella no se ha incurrido en ninguna violación de la 
ley que debiera ser examinada, de oficio, por la jurisdicción 
de casación; 

Por tales razones, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción intentado por el nombrado José Rodríguez (alias) Es-
pailita, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal de fecha diecinueve de noviembre de mil novecien-
tos cuarenta y uno, cuyo dispositivo figura transcrito ante- 
riormente, y Segundo: condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.—Dr. T. Franco Fran-
co.—Raf. Castro Rivera.—Eudaldo Troncoso de la C.—J. 
Pérez Nolasco.--A. Acevedo.—F. Tavares hijo.—Eug. A. 
Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 

318 319 
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Considerando, que en este segundo medio se sostiene 
que, no constituyendo un préstamo a interés sino una cesión 
de acreencia el acto mediante el cual Bengoa obtuvo del in-
culpado la suma de seiscientos pesos a cambio del abandono. 
a su favor, de la acreencia por la cantidad de mil pesos, de 
que era titular, contra Miguel A. Romero por concepto de 
arrendamiento, la pena de cien pesos de multa aplicada por 
la Corte de Apelación no se halla legalmente justificada, al 
tenor de lo que dispone el art. 5 de la O. E. 312, ya que, 
descartada la operación de que se trata, quedarían única-
mente a cargo del inculpado, como elementos constitutivos 
del delito de usura, las operaciones por un valor total de 
cien pesos, analizadas en primer término, y calificadas como 
préstamos de dinero a interés, en la sentencia impugnada; 
de donde resultáría, sostiene el recurrente, que la pena de 
cien pesos de multa es superior a la que legalmente debió 
aplicarse; 

Considerando, que en el presente caso los jueces del 
fondo, mediante el exámen de los hechos de la causa, de los 
cuales dedujeron las consecuencias jurídicas que legalmente 
deberían producir, e interpretando, sin desnaturalizarlas, la 
voluntad y la ,común intención de ambas partes contratan-
tes, Bengoa y Rodríguez, declararon que el acto de que se 
trata es, no una cesión en favor de Rodríguez del crédito de 
Bengoa contra Romero, como pretendía el recurrente, sino 
un préstamo de seiscientos pesos para pagar mil pesos, es 
decir con un interés de cuatrocientos pesos, efectuado por 
Ródríguez a Bengoa con indicación de que el pago lo reali-
zara Romero mediante la entrega de esa misma cantidad de 
mil pesos que tenía que hacerle a Bengoa el día del venci-
miento del crédito de Bengoa contra dicho Romero; 

Considerando, que las sanciones penales contra la usura 
deben ser aplicadas, no solamente en los casos en que el in-
culpado haya incurrido en el delito con ocasión de présta-
mos de dinero ostensiblemente contratados, sino también en 
todos los casos en que las operaciones usurarias se disimu-
len tras la forma de otros contratos que, en realidad, cons- 
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tituyan verdaderos préstamos de dinero a interés, de acuer-
do con la común intención de las partes contratantes; que 

y los jueces del fondo, al proceder como lo hicieron, aplicaron 
` correctamente los principios que rigen la prueba de las in- 

fracciones penales, especialmente aplicados a la materia del 
delito de usura por el art. 4 de la O. E. 312, que declara 
admisibles todos los medios legales de prueba para demos- 
trar la existencia de una convención o contrato usurario, 
disfrazado bajo cualquier otra forma; que, como consecuen- 
cia de esa correcta comprobación hecha por los jueces del 
fondo, de que el acto de que se trataba era un préstamo a 
interés, la pena que aplica la sentencia impugnada se halla 
dentro de la cuantía establecida por el art. 5 de la O. E. 
312; que, en consecuencia, en el fallo que se impugna no se 
ha incurrido en la violación de los textos legales menciona- 
dos en el segundo medio del recurso, el cual debe ser recha-
zado; 

Considerando, que la sentencia es regular en la forma, 
y que en ella no se ha incurrido en ninguna violación de la 
ley que debiera ser examinada, de oficio, por la jurisdicción 
de casación; 

Por tales razones, Primero: rechaza el recurso de casa-
ción intentado por el nombrado José Rodríguez (alias) Es-
pañita, contra sentencia de la Corte de Apelación de San 
Cristóbal de fecha diecinueve de noviembre de mil novecien-
tos cuarenta y uno, cuyo dispositivo figura transcrito ante- 
riormente, y Segundo: condena al recurrente al pago de las 
costas. 

(Firmados) : J. Tomás Mejía.—Dr. T. Franco Fran-
co. —Raf. Castro Rivera. —Eudaldo Troncoso de la C . —J. 
Pérez Nolasco.—A. Acevedo.—F. Tavares hijo.—Eug. A. 
Alvarez, Secretario General. 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los 
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Jueces que figuran en su encabezamiento, en la audiencia 
pública del día, mes y año en él expresados, y fué firmada, 
leída y publicada por mí, Secretario General, que certifico.-- 
(Firmado) : Eug. A. Alvarez. 
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